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			¿Qué incluye el libro?

			En México, el aumento de la incidencia delictiva, el sentimiento de inseguridad, el origen multicausal de la delincuencia y la deficiencia de las instituciones de seguridad pública conforman una serie de desafíos que deben ser urgentemente abordados de forma conjunta por el Estado y la sociedad.

			Por ello, el argumento principal de este documento sostiene que una forma de contrarrestar el auge de la delincuencia es a través de políticas públicas con un enfoque de seguridad ciudadana, diseñadas e implementadas en el ámbito municipal de gobierno.

			En el presente libro se describe dicho enfoque, enfatizando que sus características permiten prevenir de manera integral la comisión de los delitos, mediante políticas públicas cuyo espacio idóneo de diseño e implementación gubernamental y territorial, es el ámbito municipal. A lo largo de toda la línea argumentativa, también se desarrollan los conceptos de la seguridad ciudadana en los gobiernos municipales al caso mexicano.

		

	
		
			¿Qué hacer para la organización de los saberes y construcción de los nuevos aprendizajes?

			Los trabajadores sociales, a partir de la lectura y análisis del presente libro, serán capaces de identificar los aspectos positivos del diseño e implementación de políticas públicas de seguridad ciudadana en los ámbitos municipales de gobierno.

			Es importante que el lector cuente con habilidades para el desarrollo de diagnósticos sociales, conocimientos previos sobre políticas públicas y de teorías sociales que permitan tener una visión clara de la realidad social.

		

	
		
			Acerca del autor

			Brayant Armando Vargas Hernández es licenciado en Ciencia Política y Administración Pública y maestro en Estudios Políticos y Sociales, ambos grados obtenidos con mención honorífica en la Universidad Nacional Autónoma de México.

			Actualmente cursa el doctorado en Ciencias Políticas y Sociales, y es profesor de asignatura en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, de la UNAM.

			En 2014 su tesis de licenciatura fue premiada por el gobierno de la Ciudad de México como una de las tres mejores en temas de seguridad pública y prevención del delito.

			En el ámbito académico, sus líneas de investigación son seguridad ciudadana, políticas públicas para la prevención no penal del delito y causalidad múltiple coyuntural del delito. En el campo profesional se desempeñó como asesor de la dirección del Programa de Fortalecimiento para la Seguridad (Fortaseg) en el Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SESNSP), y actualmente se desempeña como coordinador de contenidos académicos en el Programa de Prevención de las Violencias de la Fundación Carlos Slim.

		

	
		
			Presentación

			En México, durante el sexenio 2012-2018, como en la mayoría de los países en el mundo, la prevención del delito se convirtió en una de las principales estrategias del gobierno contra la delincuencia. La prevención del delito que se ha implementado en nuestro país parte del enfoque de la seguridad ciudadana e implica reconocer que el delito es multicausal y que las instituciones del Estado son materialmente incapaces de intervenir por sí mismas en la problemática, por lo que es necesario priorizar la reconstrucción de lazos comunitarios, aumentar el control social informal e incidir en las causas estructurales del delito (Van Swaaningen, 2005).

			Las principales iniciativas en materia de prevención han sido impulsadas por el gobierno federal (2012-2018), y destaca el Programa Nacional para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia (Pronapred), cuyo objetivo fue evitar la violencia y la delincuencia incidiendo en sus causas mediante proyectos de prevención social, situacional, comunitaria y psicosocial, implementados en municipios con alta incidencia delictiva (Segob, 2013).

			Aunque es menos mediático, en el ámbito de gobierno local también existen estrategias de prevención impulsadas por iniciativa de los secretariados ejecutivos de los sistemas estatales de seguridad pública o las áreas municipales de prevención del delito; entidades como Jalisco han desarrollado planes estatales para la prevención social con base en diagnósticos participativos y con una visión de largo plazo (hasta 2033), alineados con objetivos internacionales, nacionales y locales en la materia, con un marco normativo que emana de la Constitución Política y que involucra, para su implementación, a los 125 municipios de la entidad.

			Empero, el Pronapred se diseñó con poca investigación previa sobre las determinantes de delitos concretos en territorios determinados, por lo que su intervención terminó siendo imprecisa e insuficiente. Esta conclusión es resultado de un análisis del diseño que se realizó con base en el marco teórico, diseño técnico y planeación financiera de esta política pública, elementos que se encuentran, en el ámbito nacional, en sus lineamientos generales y en sus reglas de operación y, en el plano local, en los anexos técnicos únicos de adhesión, diagnósticos, programaciones físico-financieras, informes de seguimiento y evaluaciones presentados por cada uno de los municipios beneficiarios, durante el lapso 2011-2017 (Vargas, 2017).

			El diagnóstico que motivó la implementación de esta política pública describe la magnitud del problema en el ámbito nacional, lo que resulta insuficiente para intervenir en los mecanismos causales del delito en espacios locales.

			En consecuencia, no se entendió cómo la conformación de una red vecinal o la construcción de un centro de desarrollo comunitario disminuirían la incidencia delictiva, porque no existió evidencia empírica que respaldara su pertinencia. Por lo tanto, se implementaron proyectos municipales de prevención sin un conocimiento del entorno local, con objetivos, metas y acciones ambiguas y poco susceptibles de evaluarse en el corto o mediano plazo (México Evalúa, 2014; Vázquez, 2018).

			Al respecto, ante los cuestionamientos de organizaciones como México Evalúa (2014), funcionarios públicos de la Subsecretaría de Prevención y Participación Ciudadana de la Segob enfatizaron públicamente que el Pronapred se diseñó con base en un robusto marco teórico criminológico y con evidencia empírica que permitía, por un lado, identificar las principales causas de la violencia y la delincuencia y, por otra parte, construir las mejores prácticas para prevenirla (Jaramillo, 2014); considerando estas precondiciones, se argumentó que la concepción nacional del programa, más que un error conceptual sobre cómo intervenir en problemáticas evidentemente locales, pretendía establecer una visión estratégica que priorizara una política pública que promovía un enfoque novedoso en México; además, se mencionó que el funcionamiento del programa priorizaba la participación ciudadana y el papel que los municipios podían adquirir por su condición de gobierno de proximidad.

			Efectivamente, al revisarse los lineamientos generales del programa, o el decreto mediante el cual se aprobó su implementación, es posible encontrar que sus principales líneas de acción fueron construidas con base en aparatos teóricos criminológicos y con evidencia empírica sobre prácticas exitosas en materia de prevención del delito, nacionales e internacionales. Sin embargo, el programa terminó siendo una política pública contrafactual que supuso, a priori, que sus líneas de acción permitirán incidir en las causas y factores de la “violencia” y la “delincuencia”; se explica: un marco teórico sofisticado no explica por sí mismo las causas de la delincuencia. Era necesario formular hipótesis causales a partir de esta teoría y fundamentarlas empíricamente en cada una de las demarcaciones territoriales, idealmente a través de métodos comparados, apuntando a delitos específicos, no a la violencia o la delincuencia en general, así la teoría hubiese conducido al hallazgo de información relevante para la toma de decisiones. Por dicho motivo es que se considera que el programa no contó con diagnósticos suficientes como para identificar las causas de la problemática delictiva a nivel territorial en México.

			En otros espacios, se ha mencionado que el nulo impacto del programa sobre la violencia o la delincuencia tiene que ver con estos problemas de diseño (Merino y Torreblanca, 2017; México Evalúa, 2014).

			La prevención del delito propone incidir en las causas del delito para evitar que aparezca por primera vez o que persista en el tiempo, pero es imposible incidir sobre lo que no se conoce.

			Los análisis descriptivos y superficiales sobre el problema delictivo no permiten identificar sus determinantes, motivo por el cual no aportan información relevante que conduzca al diseño de acciones de prevención pertinentes; la literatura en materia de políticas públicas coincide en que un diagnóstico riguroso, en términos teóricos y metodológicos, delimitado territorialmente en espacios locales, es necesario para el diseño de políticas efectivas en cualquier campo de intervención.

			De ello resulta necesario decir que la labor del trabajador social en los espacios públicos tiene un rol fundamental para el diseño y ejecución de políticas públicas que permitan transformar las realidades y problemas sociales a través del conocimiento de las necesidades e intereses de la comunidad. Esto es posible gracias a que los trabajadores sociales son el vínculo mediador entre la población y los actores políticos para la atención y solución de las demandas de la comunidad.

			Las funciones del profesional de Trabajo Social que permiten un mayor conocimiento de estas realidades y problemáticas sociales son: la generación de diagnósticos sociales para identificar las causas y consecuencias de la existencia de dichos problemas; y el seguimiento y evaluación de la implementación de las políticas públicas existentes para conocer el impacto y efectividad de éstas dando pauta a nuevas alternativas y estrategias para mejorar las condiciones de vida de la población.

		

	
		
			Introducción

			El presente libro, en primer lugar, plantea un panorama sobre la magnitud e impactos de la delincuencia en México. Posteriormente se explora el marco teórico explicativo sobre las causas del delito, con el propósito de ilustrar no sólo la complejidad causal de la problemática, sino también puntualizar algunos elementos fundamentales para su prevención, como considerar la complejidad causal del fenómeno delictivo.

			En la segunda unidad se presentan las propuestas conceptuales del enfoque de la seguridad ciudadana, presentándola como un enfoque de política pública apropiado para intervenir sobre el origen multicausal del fenómeno delictivo.

			En la tercera unidad se presentan algunos argumentos a favor del diseño e implementación de políticas públicas de seguridad ciudadana en los ámbitos municipales de gobierno.

			Por último, se presentan recomendaciones prácticas para el diagnóstico (principalmente), diseño, implementación y evaluación de políticas públicas de seguridad ciudadana en el ámbito municipal.

			El contenido de este libro será una herramienta para que el estudiante de Trabajo Social identifique la naturaleza de las necesidades y problemas sociales de México; también facilitará la comprensión del concepto y la relevancia de las políticas públicas y sociales como una forma de atender problemáticas de carácter público, lo conducirá a realizar un análisis de la problemática de inseguridad pública, las distintas violencias relacionadas y sus diversas expresiones sociales para la formulación de programas y propuestas teórico metodológicas para la atención de las necesidades sociales.

		

	
		
			Objetivo del libro

			Que el alumno identifique los elementos teóricos y metodológicos que contribuyen al diseño de políticas públicas pertinentes para la prevención del delito en ámbitos de gobierno municipal.

		

	
		
			Unidad i

			Panorama actual de la delincuencia en México

			La delincuencia es entendida como la cantidad de delitos cometidos en un territorio determinado durante un lapso definido; es un fenómeno socialmente complejo porque los delitos que la componen, además de ser multiformes y dinámicos en el tiempo y espacio, son ocasionados por la interacción o combinación de múltiples condiciones estructurales o coyunturales que pueden estar presentes en la sociedad o los individuos. De acuerdo con diversos estudios en la materia (Cid y Larrauri, 2014; Cubides, 2014; Walsh y Taylor, 2007; Tittle y Villemez, 1977; Delisi y Vaughn, 2016; Piquero, 2016; Hikal, 2019), en el campo social las determinantes del delito pueden observarse en condiciones sociodemográficas, institucionales, físico-ambientales o axiológicas y, en la dimensión individual, es posible encontrar factores conductuales, biológicos o fisiológicos.

			En esta lógica, la delincuencia puede entenderse como un macrofenómeno social compuesto por múltiples microfenómenos que cuentan con su propia complejidad causal, mecanismos de manifestación e intencionalidad instrumental.

			Aunque el delito es normal y cuenta con una función dentro del sistema social (Durkheim, 1986), desde un enfoque de políticas públicas la delincuencia puede entenderse como un problema que produce amplios efectos negativos sobre la población, las instituciones y los sistemas funcionales de la sociedad. En este sentido, la delincuencia se ha convertido en el problema público más preocupante para la mayor parte de la población en México.1

			De acuerdo con la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe, 2013-2018), levantada por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI, 2013-2018), en los últimos años la delincuencia y la inseguridad pública se han posicionado como las problemáticas más importantes para los mexicanos en sus respectivas entidades federativas, por encima de la pobreza, el desempleo, el aumento de precios o la corrupción. En el periodo 2012-2018, en promedio, 59.48% de los mexicanos indicó que la delincuencia y la inseguridad pública fueron las principales problemáticas en su entidad federativa.

			Este indicador se ha mantenido estable durante el periodo de referencia y evidencia la persistencia de la problemática; empero, en el año de 2018 el fenómeno presentó un incremento estadísticamente significativo con respecto al año anterior (INEGI, 2018).2

			Gráfica 1. Porcentaje de mexicanos que considera que la delincuencia y la inseguridad pública son las principales problemáticas en su entidad federativa, 2012-2018.
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			Fuente: elaboración propia con base en datos de la Envipe 2012-2018, 2019.

			La preocupación de los mexicanos es comprensible considerando el crecimiento constante de los últimos años, de la magnitud de la problemática y sus impactos directos e indirectos, los cuales se derivan, respectivamente, de la victimización y la percepción de inseguridad.

			Respecto a la magnitud de la delincuencia, de acuerdo con la Envipe, durante el periodo 2012-2017 en total se consumaron 188.6 millones de delitos; en este sentido, anualmente se cometieron en promedio 31.43 millones de delitos, lo que se traduce en un tasa de 38 373 delitos por cada 100 000 habitantes en el ámbito nacional (INEGI, 2018). Desde una perspectiva longitudinal, es posible observar que la frecuencia de la problemática ha mostrado un repunte importante a partir del año 2015 en el ámbito nacional.

			Gráfica 2. Millones de delitos cometidos en México, 2012-2017.
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			Fuente: elaboración propia con base en datos de la Envipe 2013-2018, 2019.

			En el mismo periodo, un total de 139.8 millones de personas fueron víctimas directas del delito, cifra que se traduce en un promedio de 23.3 millones de víctimas por año, con una tasa de 28 416 víctimas del delito por cada 100 000 habitantes y una prevalencia delictiva en el 33.88% de los hogares en el país (INEGI, 2018). En este marco, en el año 2016 México se posicionó como el segundo país en América Latina con los niveles más altos de victimización3 y, de acuerdo con Verisk Maplecroft (2018), ocupó el tercer puesto dentro de las naciones con los índices más altos de criminalidad a nivel mundial. Así pues, nuestro país puede considerarse como uno de riesgo extremo para la vida y el patrimonio de las personas.

			Gráfica 3. Millones de víctimas del delito en México, 2012-2017.
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			Fuente: elaboración propia con base en datos de la Envipe 2013-2018, 2019.

			Dentro de los impactos de la victimización, la Envipe permite conocer los costos económicos directos a causa del delito. Durante el periodo 2012-2017, las víctimas directas del delito perdieron 1 100 millones de pesos; en promedio, anualmente las víctimas perdieron 182.2 millones de pesos a causa de la delincuencia.

			Por otro lado, además de la victimización y sus costos económicos inmediatos, la delincuencia produce un sentimiento de inseguridad incluso en personas que no han sido víctimas del delito, situación que no solamente acrecienta los costos económicos de la delincuencia, sino que también altera las actividades cotidianas de las personas, principalmente aquellas que tienen que ver con el esparcimiento y la interacción social, deteriorando la densidad de los lazos de confianza que alimentan la cohesión comunitaria.

			El sentimiento de inseguridad (también conocido como percepción de inseguridad o sensación de inseguridad) es la impresión que tienen las personas sobre la situación de inseguridad en un territorio determinado, la cual se construye con base en la experiencia personal y la vulnerabilidad percibida de ser víctimas del delito.4 Al respecto, la Envipe muestra que entre los años 2013 y 2018, en promedio, el 74.5% de la población mencionó sentirse inseguro en su entidad de residencia. En México, las personas se sienten más vulnerables ante la delincuencia en los cajeros automáticos ubicados en la vía pública, las instituciones bancarias, el transporte público y la calle (INEGI, 2018). En los años que comprenden el periodo 2016-2018, la percepción de inseguridad entre los mexicanos se incrementó mostrando cambios estadísticamente significativos.

			Gráfica 4. Porcentaje de mexicanos que se consideran inseguros a causa de la delincuencia en su entidad federativa 2013-2018.
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			Fuente: elaboración propia con base en datos de la Envipe, 2013-2018.

			La percepción de inseguridad también produce costos económicos; los mexicanos invierten importantes sumas de dinero en medidas de prevención del delito, principalmente de carácter situacional como cambiar o colocar cerraduras y candados, cambiar puertas y ventanas, colocar rejas o bardas, realizar acciones conjuntas con sus vecinos o comprar un perro guardián (INEGI, 2018). Entre 2012 y 2018 estas medidas de seguridad implicaron un costo total de 476.8 millones de pesos, con un promedio anual 79.46 millones de pesos. En suma, considerando las pérdidas económicas ocasionadas por la victimización y la percepción de inseguridad, la delincuencia ha tenido un costo total de 1 573.4 millones de pesos en el periodo 2012-2017.

			Gráfica 5. Costos económicos en miles de millones de pesos a causa de la victimización y la percepción de inseguridad en México, 2012-2017.

			[image: ]

			Fuente: elaboración propia con base en datos de la Envipe, 2013-2018.

			Tan sólo en el año 2017, la Envipe estimó que los mexicanos perdimos 299 600 millones de pesos a causa de la delincuencia. Para dimensionar los alcances de esta suma vale decir que la Cámara de Diputados destinó solamente una catorceava parte de dicha cantidad al rubro de ciencia y tecnología en ese mismo año (21 000 millones de pesos).

			Asimismo, la percepción de inseguridad ha ocasionado que la población modifique sus conductas cotidianas: no portar dinero en efectivo, no reunirse en espacios públicos, no convivir con sus familiares por las noches, evitar en la medida de lo posible los cajeros automáticos (INEGI, 2018); en otras palabras, la delincuencia ha vulnerado la calidad de vida de las personas deteriorando componentes fundamentales para la cohesión comunitaria como el capital social (Jasso, 2014).

			En conclusión, la delincuencia es uno de los principales problemas públicos en México porque lastima el patrimonio, la conducta psicosocial y la integridad física de la población. Como un problema público, la delincuencia es mucho más que la suma de los delitos en un territorio delimitado, es un fenómeno social que impide el cumplimiento de los principales supuestos políticos del Estado mexicano, como el Estado de derecho (violenta el orden público) o la protección de los derechos humanos (atenta contra la integridad personal o desincentiva el libre tránsito), deteriorando la calidad del régimen democrático y obstaculizando la consolidación del desarrollo (Alvarado, 2012).5

			Sobre la complejidad causal del fenómeno delictivo: aproximaciones teóricas

			El estudio del fenómeno delictivo comenzó con las escuelas jurídico-penales en el siglo XVIII. En primer lugar, la Escuela Clásica discutió sobre la tipificación y sanción de los delitos; posteriormente, en el siglo XIX, la Escuela Positivista comenzó con el estudio del delincuente y los distintos factores que conducen hacia la actividad delictiva. A partir de entonces los estudios en la materia se diversificaron y complejizaron en términos teóricos y metodológicos, produciendo distintas teorías que propiciaron la convergencia entre disciplinas como la criminología, la sociología o la psicología.

			Independientemente de su contexto histórico o adscripción disciplinar, dichas teorías se pueden clasificar de acuerdo con su objeto de estudio: sociales e individuales. Las teorías sociales explican las tasas delictivas fundamentalmente con base en las características de la estructura social; en particular, se concentran en los efectos de condiciones socioeconómicas, físico-ambientales y axiológicas en la ocurrencia delictiva, mientras que las teorías individuales explican la formación del delincuente, principalmente durante la etapa de la niñez y la juventud, concentrándose en sus procesos de socialización en distintos ámbitos en función de condiciones de carácter racional y emocional que estimulan el comportamiento criminal.

			Cuadro 1. Teorías en torno al fenómeno delictivo.

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tipo

						
							
							Sociales

						
							
							Individuales

						
					

					
							
							Objeto

						
							
							Tasas delictivas

						
							
							Formación del delincuente

						
					

					
							
							Condiciones explicativas

						
							
							Subtipo

						
							
							Nombre

						
							
							Subtipo

						
							
							Nombre

						
					

					
							
							Socioeconómicas

						
							
							Desorganización social

						
							
							Racionales

						
							
							Elección racional

						
					

					
							
							Físico-ambientales

						
							
							Patrones delictivos

							Actividades rutinarias

						
							
							Emotivas

						
							
							Biológicas

							Bajo autocontrol

						
					

					
							
							Axiológicas

						
							
							Anomia

							Asociación diferencial

						
					

				
			

			Fuente: elaboración propia, 2019.

			Teorías sociales

			Las teorías sociales explican las tasas delictivas, principalmente en función de las características de la estructura social, aunque también consideran condiciones individuales para explicar dicho fenómeno. De acuerdo con las condiciones que observan para explicar las tasas delictivas, estas teorías se pueden clasificar en tres subtipos: socioeconómicas, físico-ambientales y axiológicas.

			Teorías socioeconómicas

			Estas teorías estudian las condiciones socioeconómicas que explican la producción de los delitos en determinados espacios, es decir, explican la formación de contextos con alta criminalidad. Dentro de estas teorías se encuentra principalmente la teoría de la desorganización social (TDS).

			La tesis principal de la TDS es que el delito no se distribuye aleatoriamente y que las tasas delictivas son más altas en áreas con mayor desorganización social. La teoría sostiene que la variación en las tasas delictivas se explica por la interacción de la pobreza de las personas con condiciones relacionadas con la estructura social (Kornhauser, 1978): “las áreas que proporcionalmente tienen más delincuencia se caracterizan, entre otros aspectos, por estar mayoritariamente habitadas por gente pobre, por su deterioro físico, alta movilidad, alta heterogeneidad cultual y alta delincuencia adulta” (Cid y Larrauri, 2014, p. 84). La teoría sostiene que las áreas con mayor delincuencia presentan síntomas de desorganización social como poca cohesión social, una escasa capacidad de control sobre las actividades desviadas y una alta exposición de las juventudes ante valores delictivos (Shaw y Mckay, 1942).

			La TDS es una de las más representativas de la corriente ecológica impulsada principalmente por la Escuela de Chicago. La aproximación ecológica para entender la delincuencia consiste en estudiar cómo las formas de organización humana (la comunidad en donde las personas viven) inciden en la criminalidad y las tasas de delincuencia. En términos generales, los investigadores de esta corriente estudiaron las consecuencias sociales del rápido crecimiento urbano que experimentó Chicago, y otras ciudades estadounidenses, a consecuencia de la industrialización. Este fenómeno resultó en un proceso de inmigración hacia la ciudad que se asentó en las zonas centrales de la misma, mientras que las personas con más recursos se mudaron a las zonas periféricas. La idea principal de esta escuela es que las áreas centrales de las ciudades, caracterizadas por la pobreza de sus habitantes, la heterogeneidad cultural y la movilidad, son desorganizadas porque es más complicado que la sociedad practique determinados valores, por lo que disminuye la posibilidad de canalizar a las personas a un tipo de vida convencional.

			En el campo de la criminología, la hipótesis principal de esta corriente, desarrollada por Park (1915) y Burgess (1925), es que existen áreas de la ciudad con unas características −deterioro físico, pobreza de sus habitantes, zonas de transición (de alta movilidad), heterogeneidad cultural y delincuencia adulta− en las que los problemas de control informal de las sociedades urbanas están muy acentuados, lo que aumenta la probabilidad de que las personas adquieran conductas desviadas que las inciten hacia la actividad delictiva.

			Los estudios empíricos han correlacionado positivamente diversas condiciones explicativas que indican desorganización social con las tasas delictivas: composición étnica, pobreza, desempleo, nivel educativo, disrupción familiar (Linsky y Strauss, 1986; Sampson y Groves, 1989; Stark, 1996); movilidad residencial, disrupción familiar y densidad de hogares (Bursik y Webb, 1982); densidad poblacional, redes comunitarias, participación ciudadana y supervisión sobre las actividades juveniles (Sampson y Groves, 1989); nivel socioeconómico, tasa de desempleo y disrupción familiar (Morenoff y Sampson, 1997); ingresos, porcentaje de personas en situaciones de pobreza, viviendas ocupadas y movilidad residencial (Walsh y Tylor, 2007).

			Teorías físico-ambientales

			Estas teorías explican las tasas delictivas en función de las características medioambientales y las actividades sociales del entorno urbano. Dentro de estas teorías destacan, principalmente, la teoría de las actividades rutinarias (TAR) y la teoría de los patrones delictivos (TPD).

			La TAR6 sostiene que las tasas delictivas se explican por la cantidad disponible de víctimas probables en contextos determinados, las cuales se encuentran expuestas por el tipo de actividades cotidianas que realizan, las cuales tienen que ver con una forma de organización particular y propician la convergencia de “un infractor motivado, un objetivo adecuado y la ausencia de vigilancia” (Cohen y Felson, 1979, p. 605).

			Las condiciones explicativas asociadas con las actividades rutinarias que han sido correlacionadas positivamente con las tasas delictivas son: heterogeneidad étnica, privación económica, familias disfuncionales (Andresen, 2004); personas en situación de pobreza, composición racional, desempleo y personas jóvenes (Stahura y Sloan, 1988); tasa de desempleo, escolarización, cambio poblacional, nivel de ingresos, densidad poblacional, número de viviendas, costo promedio de las viviendas, población juvenil, índice de heterogeneidad, número de familias casadas, uso de suelo múltiple y porcentaje de hogares unipersonales (Murray & Swatt, 2010; Andresen, 2006).

			Por otro lado, la TPD sostiene, desde una dimensión espacial, que las características de las actividades sociales que se desarrollan en determinados territorios producen patrones determinados de movimiento, en función de nodos, rutas y límites, que aumentan la ocurrencia delictiva (Brantingham y Brantingham, 1993, 2008). De este modo, la TPD correlaciona los espacios con las víctimas y el contexto en donde ocurren los delitos, por lo que esta teoría resulta particularmente útil para identificar los patrones de la actividad delictiva. Son pocos los estudios que han intentado fundamentar empíricamente la TPD; al respecto, Fuentes y Sánchez encuentran en colonias de la Ciudad de México que “los robos a transeúntes no están distribuidos de manera aleatoria, sino que poseen una lógica geográfica predecible, como señala la teoría de los patrones delictivos” (2017, p. 444).

			Teorías axiológicas

			Las teorías axiológicas explican las tasas delictivas considerando condiciones valorativas que determinadas estructuras sociales transmiten hacia los individuos. Las principales teorías axiológicas son la teoría de la anomía (TA), la teoría de la asociación diferencial (TAD) y la teoría del control social (TCS).

			La TA7 sostiene que las tasas delictivas se explican fundamentalmente por el desajuste entre aspiraciones sociales y oportunidades legales para alcanzarlas (Merton, 1938, 1957). Este desequilibro cultural se conforma por tres elementos: 1) la presión anómica, que es un énfasis excesivo en la necesidad de alcanzar los fines impuestos por la sociedad para obtener reconocimiento individual; 2) la concentración de la presión anómica en los sectores sociales más pobres, y; 3) la ausencia de oportunidades legales para que las personas más pobres superen la presión anómica (Merton, 1957; Cohen, 1955; Cloward y Olhin, 1960). Distintos autores han intentado fundamentar esta teoría: Cohen (1955) encuentra que la transmisión de la tensión anómica explica la delincuencia juvenil, mientras que Rosenfeld (1994) explica que la variación de la tasa delictiva entre Estados Unidos y Europa se explica por la excesiva importancia que la sociedad estadounidense le concede al éxito económico.

			Por otro lado, la TAD explica que las tasas delictivas son más altas en contextos en donde existen códigos valorativos que promueven un exceso de definiciones favorables a infringir la ley, es decir, en territorios en donde se considera que es válido infringir el marco legal establecido en determinadas circunstancias. Estos valores se transmiten entre individuos mediante la asociación diferencial (Sutherland, 1947). En particular, la teoría señala que “la distinta organización social da lugar a un conflicto normativo que se transmite a la persona por medio de la asociación diferencial” (Moliné, 2014, p. 103). En este sentido, en una dimensión individual, la TAD también intenta explicar la formación del delincuente.

			Teorías individuales

			Las teorías individuales explican la formación del delincuente, considerando variables racionales y emocionales que se encuentran presentes en los propios individuos, aunque también consideran la influencia de elementos estructurales sobre el comportamiento criminal. Las teorías individuales pueden clasificarse en dos subtipos: racionales y emotivas.

			Teorías racionales

			Las teorías racionales consideran que la conducta delictiva es resultado de un cálculo en torno a la maximización de beneficios y minimización de costos por parte de los individuos ante la oportunidad de cometer un delito. La principal teoría al respecto es la teoría de la elección racional (TER).

			La tesis central de la TER8 es que las decisiones que adoptan los delincuentes son una opción racional, “no el resultado de tendencias determinadas psicológicas o sociales a delinquir, sino el resultado de opciones y decisiones racionales” (Cornish y Clarke, 1986, p. 147).9 En este sentido, el delito se explica como una solución rentable frente a las necesidades de ciertos individuos, quienes deciden racionalmente cometerlo en función de variables de oportunidad, es decir, considerando la presencia de un objetivo adecuado y la ausencia de vigilancia (Clarke, 2008; Ackers, 1994; Felson y Clarke, 2008; Cornish y Clarke, 1986). La TER ha intentado fundamentarse empíricamente mediante entrevistas realizadas a delincuentes para conocer sus procesos de decisión con respecto a la comisión de delitos específicos (Clarke, 2008).

			Teorías emotivas

			Las teorías emotivas explican la conducta delictiva como resultado de sentimientos que desarrollan las personas por distintas circunstancias. Dentro de estos planteamientos teóricos se encuentra la teoría del bajo autocontrol (TBA) y las perspectivas contemporáneas de la criminología positivista.10

			La TBA plantea que el delito se explica por la ausencia de autocontrol, por lo que no es necesario considerar otras variables positivas, estructurales o culturales; el delito es visto como una opción racional que es motivada por el deseo de alcanzar el placer a corto plazo con el mínimo esfuerzo (Gottfredson y Travis, 1990). Desde esta perspectiva, la delincuencia resulta ser una tendencia conductual que se forma en los primeros años de la niñez y que se manifiesta solamente cuando la oportunidad se presenta; en este sentido, incorpora un componente ecológico.

			Por otro lado, las perspectivas que se inscriben dentro la criminología positivista explican al delincuente con base en factores presentes desde su nacimiento, que lo predisponen a la conducta delictiva, los cuales se activan si se presentan condiciones medioambientales como la oportunidad. Algunas de las condiciones explicativas que se observan dentro de esta perspectiva son el sexo, relacionado con la agresividad masculina, la constitución física mesomórfica (Sheldon, 1949; Glueck, 1956), la poca inteligencia (Herrnstein y Wilson, 1985) y la personalidad impulsiva (Herrnstein y Wilson, 1985).

			

			
				
					1 Un problema público se puede definir como: 1) un problema que afecta a muchas personas incluyendo a las que no están relacionadas directamente con el mismo; 2) una situación que causa insatisfacción en la ciudadanía y que requiere de la atención por parte del gobierno, y; 3) como una problemática reconocida políticamente como de interés público (Cobb, 1994; Anderson, 2003; Subirats, 2008).

				

				
					2 Un resultado es estadísticamente significativo cuando es improbable que haya sido debido al azar. Una diferencia estadísticamente significativa se presenta cuando existe evidencia estadística de que hay una diferencia; lo anterior no implica que la diferencia sea grande, importante o radicalmente diferente.

				

				
					3 La victimización se entiende como el delito que afecta a una persona o un hogar (INEGI, 2018).

				

				
					4 A su vez, este temor puede estar influenciado por una amplia diversidad de factores como la desventaja que algunos de los sectores de la población comparten debido a su menor capacidad de prevención y recuperación (INEGI, 2018).

				

				
					5 Para una discusión más profunda sobre los impactos que tiene la delincuencia en relación con la victimización, la percepción de inseguridad y la economía, véase Jasso, 2015; Hernández, 2017; y Soria, 2018.

				

				
					6 Esta perspectiva es considerada como una continuación de la escuela clásica de la criminología porque implícitamente presupone la existencia de un delincuente racional que actúa en función de los costos y los beneficios que implican la comisión de un delito (Moliné, 2014). La criminología clásica apareció en el siglo XVIII y puede ser considerada como un producto de la Revolución Francesa de 1789. Los clásicos consideran que en el centro del universo se encuentra el ser humano y que es dueño absoluto de sus actos. Esta perspectiva, liberal, fundamentada en las ideas de Rousseau, sostiene que todas las personas son iguales, por lo que el comportamiento delictivo se relaciona con el mal uso de la libertad en situaciones concretas y no por el resultado de pulsiones internas o influencias externas. La criminología clásica sostiene que un delincuente es “una especie de pecador que optó por el mal camino, pudiendo y debiendo haber respetado la ley” (Álvarez, 2012, p. 5). En ese sentido, el delito se puede entender como una expresión del libre albedrío de los individuos. Los autores más representativos de esta corriente, como Beccaria y Bentham, se concentraron fundamentalmente en el estudio sobre el deber ser del derecho penal.

				

				
					7 El término anomia quiere decir, literalmente, ausencia de normas pero, en el marco de esta teoría, el concepto se utiliza para estudiar las circunstancias que debilitan la eficacia de las normas como guía para la acción individual. De este modo, una sociedad anómica no es aquella que carece de normas, sino aquella en donde existen presiones de carácter social que conducen a las personas a no acatar las normas convencionales.

				

				
					8 Al igual que la teoría de las actividades rutinarias, es considerada en Estados Unidos por distintos autores (Akers, 1994; Cordella, 1996; Lanier, 1998) como una continuación de la criminología clásica, en tanto que propone que el delito es resultado de un proceso de maximización de beneficios y minimización de costos.

				

				
					9 La idea central de la teoría de la elección racional cuenta con diversas influencias: de la sociología de la desviación retoma la importancia de estudiar el delito desde la perspectiva del autor para entender su carácter racional; de la criminología recupera los estudios que priorizan la prevención del delito a partir de la modificación del medioambiente; de los modelos económicos incorpora la tesis de Gary Becker (1986), quien sostiene que el delito, como toda actividad, representa un cálculo racional de costos y beneficios; finalmente, de la psicología conductual adopta el modelo de aprendizaje social, el cual considera que las conductas se aprenden por medio de refuerzos y castigos (Cornish y Clarke, 1986).

				

				
					10 La criminología positivista apareció en Italia a finales del siglo XIX. Los autores más importantes de esta corriente son Cesare Lombroso, Enrico Ferri y Raffaele Garofalo. Como su nombre lo indica, esta perspectiva se enmarca en la Escuela Positivista, por lo que una de sus principales pretensiones es aplicar los métodos de las ciencias naturales para explicar la delincuencia. Aunque, en realidad, su principal aportación fue presentar la idea de que la delincuencia está determinada biológicamente.

				

			

		

	
		
			Unidad II

			Las propuestas conceptuales de la seguridad ciudadana

			En esta sección se desarrollan las propuestas conceptuales de la seguridad ciudadana, mostrándola como un enfoque apropiado para la prevención del delito en función de su capacidad para intervenir sobre el origen multicausal de la problemática.

			Estado y seguridad

			El término seguridad tiene su origen en el vocablo latino securitas, que significa libre de problemas o preocupaciones. En su concepción más elemental, la seguridad quiere decir sentirse a salvo de cualquier daño que pueda ser causado por otros (Bárcena, 2000). Existen diversas dimensiones de la seguridad; sin embargo, en este texto nos ocupamos de la seguridad entendida como una función pública del Estado para garantizar principalmente la integridad física de sus habitantes.

			El Estado es la máxima organización política; permite la administración del conflicto a través del ejercicio del poder político. Una de las definiciones modernas más aceptadas en la ciencia política sobre el Estado es la que planteó Max Weber: “como todas las asociaciones o entidades políticas que históricamente lo han precedido, es una relación de dominación de hombres sobre hombres, que se sostiene por medio de la violencia legítima” (1979, p. 84). El Estado es una totalidad sociopolítica que se compone de elementos materiales como el territorio, la población, una estructura legal con independencia y capacidad de autodeterminación, órganos de gobierno y administración, y su principal atribución es el uso del monopolio legítimo de la violencia física.

			Dentro de la teoría del Estado encontramos que la seguridad es un principio fundacional del mismo y mantenerla una de sus obligaciones prioritarias. Thomas Hobbes (1992) mencionó que el Estado “es el protector de la vida de sus súbditos, el último fundamento racional de su seguridad colectiva” (p. 88). El propio Hobbes señaló que “la fundación del Estado instaura la paz y la seguridad física de la sociedad civil” (p. 76). La función principal del Estado es imponer el orden y mantener en constante paz a los individuos (Keane, 1994). Por su parte, Jean Jaques Rousseau (2000) sostuvo que el Estado se instauró para “encontrar una forma de asociación que defienda y proteja con la fuerza común a las personas y los bienes de cada asociado” (p. 9). La seguridad se asocia con el mantenimiento del orden público. Desde una perspectiva jurídica, Herman Heller (1998) propuso que el Estado es una organización que busca garantizar la seguridad de la población a través de medios legales. Por otro lado, Hans Kelsen (1979) planteó que la construcción del derecho y su cumplimiento mediante la coacción es medio fundamental para acceder el fin último del Estado: garantizar la seguridad de la sociedad.

			En conclusión, aunque la construcción histórica del Estado ha sido un proceso dinámico determinado por las actividades que desarrolla y las fuerzas inmersas en su interior, garantizar la seguridad siempre ha sido una tarea prioritaria del mismo, actualmente fundamental para su consolidación política y para el desarrollo de su población.

			Dos modelos de la seguridad: estadocentrismo y ampliacionismo

			¿Cuáles han sido los principales paradigmas que han guiado la acción del Estado en el campo de la seguridad y en dónde es posible ubicar a la seguridad ciudadana? Al término de la Guerra Fría el concepto de seguridad se amplió en la teoría y en la práctica; sin embargo, existen dos paradigmas que han dominado el debate actual sobre el concepto de seguridad y los medios para alcanzarla: el estadocéntrico y el ampliacionista (Bárcena, 2000).

			El estadocentrismo y la seguridad nacional

			El paradigma estadocéntrico propone que el Estado y sus instituciones tienen que ser los únicos responsables de la seguridad, en todo sentido (Almazán, 2015; Estrada, 2014; Rodríguez, 2011; Sharp, 2009). Las políticas implementadas desde este modelo suelen concentrar sus acciones en el mantenimiento del orden público y la preservación de la gobernabilidad, a través de métodos reactivos y sancionatorios (Salgado, 2010). Desde esta postura, la delincuencia es concebida como un problema ocasionado por enemigos internos del Estado (Carrión, 2005).

			En el marco de las relaciones internacionales, el realismo es el principal fundamento teórico del estadocentrismo. El realismo sostiene que los Estados son los únicos actores con capacidad para intervenir en la sociedad internacional. Los realistas consideran que el mundo es un sistema de Estados y que la seguridad depende de otros entes estatales. Lo anterior significa que la seguridad del Estado y de sus elementos “depende de la maximización de su propio poder frente a los demás” (Martínez, 2009, p. 27). En esta lógica, la seguridad se concibe como el equilibrio de las fuerzas y puede ser vulnerada por los ataques territorialmente internos o externos por parte de otros agentes internacionales.

			La máxima expresión del paradigma estadocéntrico es la seguridad nacional. El concepto apareció en Estados Unidos después de la Segunda Guerra Mundial y se consolidó durante la Guerra Fría, siendo influenciado por el pensamiento estratégico militar (Thorup, 2009). La seguridad nacional se refiere a la protección hacia las amenazas externas y al mantenimiento de la estabilidad política, económica y social de un Estado, a través de la disuasión nuclear, superioridad en armamento, inteligencia militar, alianzas estratégicas con otros Estados y la contención de naciones agresoras.

			Actualmente, la seguridad nacional puede verse como un esquema anacrónico, puesto que surgió en un contexto de guerra y en la medida en que mayor armamento no sugiere necesariamente más seguridad. En otras palabras, amenazas como el terrorismo, el narcotráfico, la inmigración ilegal o la contaminación medioambiental no siempre cuentan con una etiología política o militar y, en cambio, pueden vulnerar la estabilidad del Estado. Sin embargo, la influencia de los modelos estadocéntricos continúa hasta nuestros días y puede observarse en el despliegue del ejército o la marina para contener problemáticas como la delincuencia común.

			El ampliacionismo y la seguridad humana

			El ampliacionismo es un modelo de seguridad que ha buscado sobrepasar los tradicionales asuntos políticos o militares, en respuesta al crecimiento reciente de amenazas como el terrorismo, el crimen organizado, el cambio climático, las crisis alimentarias y la delincuencia común. Los ampliacionistas sostienen que los riesgos en contra de la seguridad de la población no provienen únicamente de las intenciones políticas de otras organizaciones y que el Estado es insuficiente para resolverlas. El ampliacionismo propone dos cosas: 1) incluir dentro de las políticas de seguridad a la comunidad y considerarla un actor capaz de coproducir seguridad y, 2) colocar a las personas como el principal objeto de protección (Bárcena, 2000; Cunjama, 2015; Salgado, 2010). En este contexto, el significado de la seguridad ha pasado “de una visión reductora subordinada exclusivamente a las respuestas policiales y penales por parte de los órganos del Estado, hacia una más amplia e integral basada en las necesidades de las personas” (Sagant y Margaret, 2010, p. 3).

			La expresión más representativa del ampliacionismo es la seguridad humana, una perspectiva que prioriza la protección del ser humano y sus necesidades (Martínez, 2009). El PNUD planteó esta noción durante su Informe sobre el Desarrollo Humano en 1994, al discutir sobre el combate a la inseguridad global garantizando dos aspectos de la humanidad: la ausencia de necesidad y miedo (freedom from want y freedom from fear). Existen dos concepciones de la seguridad humana, una restringida y otra extensa. La perspectiva restringida engloba la libertad contra el miedo a partir de la eliminación del uso de la fuerza y de la violencia en la vida cotidiana de las personas. Por su parte, el enfoque extenso engloba la libertad frente a las necesidades económicas, alimentarias, sociales y de salud (Morillas, 2006). De este modo, los riesgos a la seguridad humana provienen de la acción del propio Estado o como consecuencia de hambrunas, pobreza, el subdesarrollo o catástrofes medioambientales.

			La seguridad ciudadana es parte del modelo ampliacionista y, en particular, es una dimensión medular de la seguridad humana en su concepción restringida, en la medida en que busca liberar al individuo del miedo cotidiano, garantizando su seguridad personal, a través de la prevención integral de la violencia y la delincuencia.

			La seguridad ciudadana y sus propuestas

			¿Qué es la seguridad ciudadana?, ¿cuáles son sus fundamentos teóricos? En este marco, ¿cómo es concebida la violencia y la delincuencia?, ¿qué papel desempeña la participación ciudadana dentro de esta perspectiva?, ¿cuáles son sus propuestas de acción?, ¿desde qué ámbito de gobierno tiene que implementarse?, ¿cómo deberían de ser el desempeño de los actores y el desarrollo de los procesos de una política de seguridad ciudadana para conseguir resultados positivos?

			La seguridad ciudadana como un enfoque de política pública11

			La seguridad ciudadana es una propuesta de acción institucional para enfrentar los problemas de delincuencia común a través de la prevención integral. Dicha perspectiva parte de una visión amplia de convivencia como elemento catalizador de la reconstrucción y mantenimiento del tejido social (Acero, 2002; Carrión, 2002; Gonzáles, 2012; Riveros, 2006; Salgado, 2010).

			En este marco, Gonzáles define a la seguridad ciudadana como “un enfoque de política pública que atiende los riesgos ante amenazas y conflictos que afectan a la población en la cotidianidad, y que básicamente se refieren a diferentes modalidades delincuenciales” (2003, p. 35). Por lo tanto, en su calidad de enfoque, la seguridad ciudadana propone un modo particular para diagnosticar, diseñar, implementar y evaluar políticas públicas de seguridad pública.12 Por otro lado, el PNUD la define como “un tipo de protección circunscrito a las amenazas provenientes de actos violentos o criminales, y se ubica como un aspecto diferenciado y medular de la seguridad humana” (Riveros, 2006, p. 7).

			El término ciudadana cuenta con dos connotaciones dentro del enfoque: por una parte, sugiere que el objeto de protección prioritario por parte de las políticas de seguridad tiene que ser la población y, por otra, significa que los ciudadanos son agentes relevantes en su formulación. En este sentido, la seguridad ciudadana adopta una postura “transversal de derechos humanos que concibe a la seguridad como un derecho inalienable e involucra activamente a la ciudadanía en la búsqueda de soluciones para ejercer ese derecho y a las instituciones estatales para garantizarlo” (Salgado, 2010, p. 6).

			Involucrando a los ciudadanos en la construcción de la seguridad, el enfoque incentiva la democratización del régimen más allá de las jornadas electorales y propone diversificar, transparentar y enriquecer los procesos deliberativos durante el ciclo de las políticas de seguridad pública a través de la puesta en marcha de mecanismos de democracia participativa. En este sentido, la nomenclatura de la seguridad ciudadana hace referencia a la capacidad de los ciudadanos como agentes activos y no como una masa pasiva que demanda seguridad de una instancia superior.

			En cuanto a la terminología, la seguridad ciudadana se diferencia de la seguridad pública porque se concentra en innovar en torno de la prevención del delito, mientras que la segunda abarca, en el caso mexicano, la procuración y administración de justicia y la ejecución de las sanciones penales tratándose, en este sentido, de un sistema y no de una perspectiva. Se distingue de la seguridad humana, aunque forma parte de la misma, porque busca proteger la seguridad personal ante el delito, y se distancia de la seguridad nacional pues no intenta salvaguardar la estabilidad del régimen mediante mecanismos reactivos y sancionatorios, sino alcanzar un grado aceptable de certidumbre social a nivel territorial.

			En conclusión, la principal propuesta de política pública de la seguridad ciudadana es la implementación de mecanismos de participación ciudadana institucionalizada abocados a la prevención integral del delito y, con ello, efectivamente empoderar a los ciudadanos y hacerlos copartícipes en la construcción de seguridad.

			La gobernanza como fundamento político-administrativo de la seguridad ciudadana

			La gobernanza es uno de los fundamentos teóricos de la seguridad ciudadana. En el mundo político, el término gobernanza cobró fuerza a partir de la publicación de un reporte del Banco Mundial (BM) sobre la crisis del desarrollo sustentable del África Subsahariana, en 1989. El BM sostenía que en la incapacidad de gobernar y administrar de las autoridades africanas estaba el origen del subdesarrollo y que la solución se encontraba en implementar una “mejor gobernanza” que incorporara el Estado de derecho, la lucha contra la corrupción, la rendición de cuentas y la capacidad técnica del gobierno para formular políticas públicas eficientes (Aguilar, 2010).

			En este sentido, la gobernanza representa la culminación de la transición de los Estados burocráticamente centralizados y jerárquicamente operacionales hacia esquemas descentralizados, en términos políticos y administrativos. De acuerdo con Kooiman (1993), la gobernanza es un estilo de gobierno que se caracteriza por un grado intenso de interacción y cooperación entre el Estado y actores no gubernamentales en la toma de decisiones para la solución de problemas públicos. La gobernanza se identifica con la construcción colectiva de arreglos formales e informales, así como por la edificación de redes de actores en donde el Estado es uno más. Así, la propuesta principal de la gobernanza es que la solución a la ingobernabilidad, causada por la sobrecarga de demandas sociales y la insuficiencia de las administraciones públicas centralizadas para resolverlas, se encuentra en la cooperación interinstitucional mediante redes de actores público-privados y en el papel del Estado como coordinador.

			Es importante señalar que esta manera de conducir el gobierno sólo puede suceder en contextos democráticos en donde el poder se encuentre disperso −pero estructurado− y en donde la sociedad esté ordenada en sistemas sociales que permitan el reconocimiento de múltiples actores para garantizar la pluralidad y transversalidad en la toma de decisiones.

			Observando acuciosamente, podemos darnos cuenta de que la seguridad ciudadana propone un esquema de gobernanza en el ámbito de la prevención del delito. Esto quiere decir que el argumento administrativo de la seguridad ciudadana descansa en la insuficiencia del gobierno para atender, por sus propios medios, al fenómeno delictivo. Finalmente, desde el punto de vista de la gobernanza, para implementar una política de seguridad ciudadana es necesario la existencia de canales de participación ciudadana institucionalizada que permitan la cooperación institucional entre múltiples actores, así como controles que contengan el poder del Estado para garantizar su papel como coordinador en los procesos de diseño e implementación de las políticas públicas en la materia.

			La democratización de la seguridad: la participación ciudadana institucionalizada

			Giovanni Sartori (2007) menciona que la participación es un acto colectivo e intencional que tiene como objetivo lograr un resultado. De acuerdo con Cohen y Rolando (2005), quienes participan son individuos organizados con intereses políticos, económicos o sociales y que cuentan con determinadas estrategias de acción. La participación ciudadana suele presentarse en regímenes democráticos que han alcanzado los requisitos mínimos de la poliarquía,13 y cuando trasciende los procesos electorales puede concebirse como una práctica que permite tres cosas: 1) la incidencia por parte de la población en las estructuras de gobierno y en las políticas públicas; 2) la reconfiguración del sistema político, y; 3) la exigibilidad de los derechos ciudadanos y humanos en general (Canto, 2007).

			Igualmente, de acuerdo con su alcance territorial e impacto, la participación ciudadana puede clasificarse en macroparticipación, mesoparticipación y microparticipación. La macroparticipación se relaciona, por ejemplo, con asuntos nacionales y con la toma de decisiones para incidir en la política social o en la configuración del régimen político. La mesoparticipación, por su parte, se encuadra en el ámbito sectorial y, por último, la microparticipación ocurre en el nivel comunitario y requiere de una lógica de consideración específica (Cohen y Rolando, 2005).

			En particular, dentro de las políticas públicas, la participación ciudadana puede presentarse en diferentes estratos dentro de los procesos de diagnóstico, diseño, implementación o evaluación. En concreto, se pueden identificar seis niveles de participación dentro de las políticas públicas:

			
					Información: el ciudadano se limita a conocer las actividades del gobierno, como programas sociales, planes sectoriales y marcos normativos. El acceso a la información es una condición necesaria para la participación.

					Consulta: después de haber proporcionado información a los ciudadanos, el gobierno puede implementar instrumentos como la entrevista para conocer la opinión de la población acerca de su desempeño.

					Decisión: el gobierno tiene que cumplir las exigencias de los ciudadanos emitidas a través de mecanismos como el plebiscito, el referéndum o el presupuesto participativo.

					Delegación: el gobierno puede delegar acciones en favor de organizaciones de la sociedad civil para solucionar determinados problemas públicos.

					Asociación: en este nivel los ciudadanos se organizan para establecer relaciones con el gobierno en la solución de problemas públicos, en donde cada uno se involucra desde su ámbito de competencia.

					Evaluación: por último, las organizaciones ciudadanas pueden formalmente determinar el éxito o el fracaso de las actividades del sector público (Canto, 2007).

			

			Para materializar lo anterior es necesario que existan canales oficialmente sancionados que permitan la deliberación pública, la interacción social y el respeto al pluralismo político. En este orden de ideas, aunque es posible hablar de participación autónoma o clientelista, cuando nos referimos a la participación dentro de las políticas públicas y en concreto en las políticas de seguridad ciudadana, hacemos alusión a la participación ciudadana institucionalizada.

			De acuerdo con Alicia Ziccardi (2007), la participación ciudadana institucionalizada es aquella que funciona a través de algún medio propuesto por el gobierno. En México, por ejemplo, el artículo 115 de la Constitución Política, con base en su numeral 21, permite la implementación de comités de participación ciudadana para el diseño eficaz de políticas de prevención del delito. Otros mecanismos de esta clase de participación política son la consulta, los grupos deliberativos, de estudio, foros temáticos, o el referéndum y el plebiscito. Como se puede apreciar, la participación ciudadana proporciona información sobre el ambiente social, revela las preferencias de los ciudadanos, produce conocimiento e innovación, consolida las instituciones y puede crear legitimidad hacia el gobierno, así como fortalecer la identidad local. Desde esta perspectiva, en la democracia, el primer elemento de integración para la representación es la participación pero, una vez conformados los órganos de gobierno, se convierte en el instrumento para que los ciudadanos se involucren en la toma de las decisiones que los afectarán cotidianamente (Vargas, 2014).

			La seguridad ciudadana incorpora la participación ciudadana institucionalizada como uno de sus principales argumentos de política pública, puesto que la violencia y la delincuencia son problemas multicausales y porque el gobierno es insuficiente para solventarlos; por lo tanto, es necesario involucrar a diversos actores para abordar estos fenómenos desde múltiples frentes de acción. La seguridad ciudadana también incorpora la participación de la ciudadanía para identificar con precisión las características de los problemas delictivos que experimentan y para proponer políticas acordes a las condiciones de su entorno. Por último, la participación dentro de las políticas de seguridad ciudadana, le permite al enfoque poner en práctica sus fundamentos político-administrativos, así como promover la construcción de relaciones entre el gobierno y la población en aras de la eficiencia (gobernanza).

			Con todo, es pertinente señalar algunas precisiones. En el ámbito de la seguridad pública la participación de la población se enmarca en la prevención. La construcción de cárceles, la designación de jueces, la investigación de los delitos y la portación de armas son instancias que le corresponden al Estado como autoridad especializada (Herrera, 2002). En cambio, considerando que la violencia y la delincuencia se gestan en la sociedad, la población puede intervenir directamente sobre dichos fenómenos y, para ello, la seguridad ciudadana propone acciones encaminadas hacia la reducción de oportunidades delictivas, la socialización de valores como la concientización ciudadana y la formación de comités de prevención del delito para que la comunidad interesada se involucre en la formulación de políticas públicas (Lima, 2002).

			En conclusión, la seguridad ciudadana es un enfoque de política pública que se fundamenta en la gobernanza, y como la violencia y la delincuencia son problemas multicausales, requiere de la participación ciudadana institucionalizada para prevenirlos de forma integral. Entonces, ¿qué es la prevención integral?

			La prevención integral y sus métodos

			La prevención del delito son aquellas medidas encaminadas a evitar que el fenómeno ocurra. Lilian Chapa considera, además, la importancia de identificar las causales del delito para evitarlo, concibiendo a la prevención como “las acciones enfocadas a disminuir las amenazas, el riesgo y las oportunidades de que el delito ocurra mediante la identificación y eliminación de las causas, elementos de oportunidad y condiciones sociales que permiten que la delincuencia se desarrolle y fortalezca” (2014, p. 10). Existen dos grandes modelos de prevención del delito: tradicional e integral.

			La prevención tradicional es el conjunto de acciones que buscan disuadir o desalentar la comisión de los delitos mediante el incremento de penas, una mayor capacidad operativa y de respuesta de las policías. Esto quiere decir que la prevención tradicional se relaciona directamente con el aparato de justicia del Estado y propone evitar el delito a través de la sanción penal y la readaptación social. La prevención tradicional es propia del modelo estadocéntrico de la seguridad.

			En los años noventa del siglo XX, en América Latina la prevención tradicional comenzó a mostrarse ineficiente debido a la excesiva burocratización de los sistemas judiciales y por la naturaleza multicausal del fenómeno delictivo. En ese contexto, se propuso ubicar a la prevención fuera del sistema penal y se planteó la idea de involucrar a múltiples actores durante su implementación (Selmini, 2009). De ese modo surgió el modelo de prevención integral.

			La prevención integral se define como “la interrupción del mecanismo que produce un evento delictivo en un sentido amplio y no limitado a la sanción penal” (Ekblom, 2005, p. 12). Así, la prevención es integral cuando sus métodos se basan en un “conjunto de estrategias dirigidas a disminuir la frecuencia de ciertos comportamientos, sean éstos considerados punibles o no por la ley penal, a través del uso de instrumentos diversos de aquellos penales” (Selmini, 2009, p. 45). En esta perspectiva, la prevención es responsabilidad y, al mismo tiempo, actúa sobre actores de la sociedad civil, incentivando la democratización de los sistemas de seguridad pública, un ámbito de acción anteriormente exclusivo del Estado. Selmini lo expresa de la siguiente forma:

			Al abandonar el protagonismo de la respuesta penal se opta por un sistema directo y proactivo. Esto significa que los sujetos responsables de la prevención cambian; además de los órganos penales del Estado, se incluyen otros actores políticos y sociales como entes locales, gubernamentales y no gubernamentales, los servicios públicos, los voluntarios, los privados y los ciudadanos en general (2009, p. 45).

			El carácter integral de este modelo radica en que no existe un solo método de prevención, sino múltiples, que además tienen que ser entrecruzados para lograr evitar el delito. Los diferentes mecanismos de prevención integral pueden ser agrupados en tres grandes enfoques: por etapas de desarrollo del delito, por estrategia operacional y por orientación de la estrategia (México Evalúa, 2014).

			Prevención por etapas de desarrollo

			La prevención del delito se puede organizar en función de sus etapas de desarrollo: primaria, secundaria y terciaria (Brantingham y Frederic, 1976; Van Dijk y de Waard, 1991). La prevención primaria pretende evitar, en el corto, mediano y largo plazo, que aparezcan elementos asociados con la pobreza, la desigualdad o las características del entorno para evitar que los individuos se vean tentados a delinquir (México Evalúa, 2014). Por otro lado, la prevención secundaria se concentra en la identificación e intervención temprana de sujetos o grupos en riesgo delictivo, como personas en situación de calle o con problemas de adicción. Este tipo de prevención busca eliminar los factores de riesgo debido a que éstos son condiciones que aumentan la probabilidad de que ciertos individuos comentan delitos. Lucía Dammert (2005) ubica dos clases de factores de riesgo: por una parte, se encuentran los de carácter individual, como la desintegración y la violencia familiar, el desempleo, la deserción escolar y el uso de drogas, entre otros; y por la otra, están los factores ambientales como la ausencia de vigilancia policial o privada, el control social informal o la utilización de espacios públicos.

			Por último, la prevención terciaria busca evitar la reincidencia, intentando que las personas procesadas no cometan delitos nuevamente (Herrera, 2002).

			Prevención por estrategia operacional

			Existen tres estrategias operacionales de prevención: situacional, comunitaria y de la criminalidad (México Evalúa, 2014). Estas propuestas sostienen que el delito ocurre principalmente debido a factores inmersos en el entorno.

			La prevención situacional actúa sobre los delitos de oportunidad (Clarke, 1980, 1983, 1992, 1995). Dichos delitos son aquellos que suceden cuando las características del entorno lo permiten. En esta lógica, existen tres enfoques que explican los delitos de oportunidad. En primer lugar, se encuentra el enfoque de la actividad rutinaria. Esta perspectiva sostiene que un delito ocurre cuando coinciden al mismo tiempo un delincuente, un objetivo apropiado y la ausencia de un vigilante. Un objetivo −como un automóvil, un celular o cualquier bien material− es apropiado en función de su valor en el mercado y su facilidad de acceso. Por otro lado, el enfoque del patrón replicable explica que las oportunidades delictivas están en la frecuencia con la que las víctimas repiten sus costumbres rutinarias de desplazamiento, compuestas por los siguientes elementos: nodos, los puntos a los que se trasladan; rutas, los caminos que usan para llegar a los nodos, y; límites, los confines de los nodos. Finalmente, el enfoque de la elección racional busca comprender el modus operandi de los delincuentes, estudiando las utilidades obtenidas por sus acciones.

			Los enfoques anteriores han permitido identificar los siguientes principios de los delitos de oportunidad:

			
					las oportunidades son las causantes de un delito;

					las oportunidades delictivas son específicas; las oportunidades delictivas se concentran en tiempo y espacio;

					las oportunidades delictivas dependen de las actividades rutinarias;

					un delito genera oportunidades para otro;

					algunos productos ofrecen oportunidades delictivas más tentadoras que otros;

					los cambios tecnológicos y sociales crean nuevas oportunidades delictivas;

					la reducción de oportunidades no suele desplazar al delito;

					las oportunidades pueden reducirse;

					una reducción de oportunidades focalizada puede producir un descenso de los delitos de mayor alcance.

			

			En otras palabras, la prevención situacional propone intervenir física o socialmente −aunque sea mínimamente− en el contexto para lograr un efecto reductor sobre el delito. De este modo, la prevención situacional pretende mejorar el entorno. En concreto, se han delineado cuatro marcos de acción para evitar situacionalmente el delito:

			1)	aumentar el esfuerzo, dificultando el acceso a los bienes materiales;

			2)	aumentar el riesgo para cometer un delito mediante la vigilancia;

			3)	reducir las recompensas esperadas por cometer un delito, y;

			4)	eliminar las excusas por cometer un delito a través de normatividades más estrictas y precisas (Salazar, 2007).

			En concreto, la prevención situacional se define como el conjunto de medidas no penales encaminadas a impedir el delito modificando las oportunidades concretas en las que puede cometerse.

			La siguiente estrategia es la prevención comunitaria, que propone incorporar a la comunidad en las tareas de prevención, con la premisa de que los sectores de la población “que sufren más violencia, como jóvenes, mujeres, migrantes, deben ser vistos no solamente como víctimas sino también como agentes de cambio” (Gottsbacher, 2013, p. 225). Este modelo consiste en implementar acciones dirigidas a cambiar las condiciones sociales que mantienen y permiten el desarrollo de la delincuencia, “enfocándose en la habilidad de instituciones locales para reducir el delito” (México Evalúa, 2014, p. 11). En este sentido, la prevención comunitaria:

			Pretende remplazar las prácticas violentas presentes en las comunidades (barrios, escuelas, vecindades) por formas alternativas de convivencia, a través de la participación de los ciudadanos como protagonistas activos del desarrollo pacífico de éstas, instalando recursos, capacidades y estrategias tanto a nivel individual como colectivo (Jaramillo, 2012, p. 39).

			La participación de los ciudadanos dentro de la prevención comunitaria se clasifica en tres grupos:

			1)	organización de la comunidad, basada en la movilización de los residentes en aras de la reconstrucción del control social no gubernamental;

			2)	defensa de la comunidad, a través de formas como la autoprotección o estrategias defensivas de carácter arquitectónico frente a potenciales ofensores;

			3)	desarrollo de la comunidad, para mejorar las condiciones sociales, de vivienda y de los servicios en general (Selmini, 2009, p. 50).

			Por lo tanto, este mecanismo de prevención requiere de una articulación estrecha entre actores gubernamentales y de la sociedad civil para generar procesos de asociación sustentados en perspectivas similares sobre cómo entender un problema delictivo, con la intención de formular propuestas comunes para resolverlo (Jaramillo, 2012). La existencia de comités de participación ciudadana resulta trascendental en este aspecto.

			Finalmente, se encuentra la prevención de la criminalidad. Esta estrategia interviene sobre factores plenamente identificados que les permiten delinquir a grupos de personas totalmente reconocidos en un tiempo y espacio. Este mecanismo busca impedir la carrera criminal y depende mucho de sistemas de investigación y monitoreo (México Evalúa, 2014).

			Prevención por orientación de la estrategia

			Existen dos tipos de prevención en este campo: a través del desarrollo social o prevención social de la violencia, y la prevención del delito a través del diseño medioambiental (CPTED, por sus siglas en inglés).

			La prevención social intenta impedir el delito modificando las instituciones que propician el subdesarrollo; propone modificar los factores estructurales de riesgo que actúan sobre los individuos (Ayos, 2010, 2012, 2014; Ayos y Dallorso, 2011; Beltrame, 2013; Robles, 1999). La prevención social se define como las acciones institucionales para anticiparse, modificar o disminuir los factores sociales, culturales, económicos y urbanos asociados con contextos delincuenciales y procesos de desintegración social para promover el desarrollo y generar la cohesión social. En concreto, esta estrategia interviene sobre las causales sociales del delito a través de “medidas típicas de la política social como políticas de vivienda, educación y tratamiento sanitario con respecto al alcohol y el delito; política familiar y educativa, trabajo para los jóvenes y políticas de empleo” (Selmini, 2009, p. 48). La prevención social generalmente se relaciona con las atribuciones de los gobiernos centrales, formando parte de iniciativas nacionales de desarrollo social.

			Por otro lado, la estrategia CPTED propone modificar o diseñar espacios urbanos no aptos para el desarrollo del delito e idóneos para la convivencia comunitaria (Newman, 1972; Kaplan, 1978). La CPTED tiene su origen en la teoría situacional de Jeffery (1997), buscando evitar el delito mediante su localización espacial, particularmente en espacios públicos abandonados y generadores de ambientes de inseguridad.14 La presencia de grafitis, infraestructura desgastada, equipamiento en mal estado y el consumo de drogas, entre otros indicadores, sugiere la ausencia de autoridad y la falta de controles, motivando la reproducción de conductas antisociales.

			La manipulación del entorno para prevenir el delito puede dirigirse hacia el ambiente o el blanco de los delincuentes. Cuando se trata del ambiente, la CPTED tiene que propiciar la vigilancia natural,15 el refuerzo de los lazos afectivos comunitarios, el control natural del acceso y el mantenimiento en buen estado del espacio público. Por otro lado, cuando el objeto de intervención es el blanco, es fundamental eliminarlo, arruinarlo o modificarlo, dificultando su acceso, marcándolo y, en la medida de las posibilidades, creando espacios socialmente aceptados para el uso de blancos determinados. Así, por ejemplo, es posible evitar el robo de automóviles mediante la instalación de alarmas, seguros, localizadores GPS o evitar el vandalismo destinando muros específicos para la elaboración de grafitis. La CPTED suele implementarse en lugares destinados al transporte público, áreas comerciales e industriales, parques, zonas residenciales, unidades habitacionales y campus universitarios (Salazar, 2007). Por otro lado, cabe aclarar que la CPTED no intenta modificar las condiciones sociales que motivan el delito, sino alterar el espacio público en donde sucede. Robert Clark lo explica de la siguiente forma:

			Partiendo del análisis de las circunstancias que dan lugar a tipos específicos de delito, introduce discretos cambios de gestión y ambientales para reducir las oportunidades de que estos delitos ocurran. Por lo tanto, se concentra en el escenario del delito más que sobre aquellos que cometen actos delictivos. Busca prevenir la ocurrencia del delito más que detectar y sancionar a los infractores. No busca eliminar las tendencias delictivas a través del mejoramiento de la sociedad o sus instituciones, sino que se limita a hacer las acciones delictivas menos atractivas para los delincuentes (1995, p. 2).16

			Los enfoques anteriores son aquellos que se han utilizado en el diseño de las políticas de seguridad ciudadana alrededor del mundo. Es importante destacar que estos modelos no son mutuamente excluyentes; por el contrario, la prevención es más integral en la medida en que se implementen de forma combinada múltiples estrategias en los diferentes niveles y orientaciones del modelo y con los tipos y orientación de las estrategias. Lo anterior depende de un correcto diagnóstico del problema delictivo y también de la factibilidad presupuestal, administrativa, legal, medioambiental y política para implementar dichos esquemas.

			Es evidente que la seguridad ciudadana es una propuesta para involucrar a los ciudadanos en los procesos de formulación de políticas de prevención; sin embargo, la comunidad no puede ser el único actor. Una de las principales instituciones gubernamentales dentro del enfoque es la policía. Continuando con la tendencia conceptual, la seguridad ciudadana propone concebir a la policía como un aparato de contacto ciudadano en lugar de visualizarla como un instrumento de represión estatal.

			La policía de proximidad

			Tradicionalmente la policía ha funcionado como el aparato del Estado para garantizar la seguridad pública. La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 reconoció que la policía es una institución especializada en el uso de la fuerza y, por lo tanto, representa el principal instrumento de represión estatal: “la garantía de los derechos del hombre y del ciudadano necesita de la fuerza pública. Esta fuerza se instituye, por tanto, para beneficio de todos y para la utilidad particular de aquellos que la tienen a cargo” (Cunjama, 2015). En la actualidad, sin embargo, es posible concebir a la policía como el primer contacto que el ciudadano tiene con el aparato de seguridad pública del Estado, en la medida en que su trabajo se desarrolla usualmente a nivel territorial.

			En América Latina existieron, durante gran parte del siglo XX, modelos policiales de corte militar para asegurar los valores fundamentales del Estado a través de la violencia física. La influencia de estos modelos se ha extendido hasta nuestros días para contener el avance de las organizaciones criminales. Cuando hablamos de policías tendientes a la militarización queremos decir que su formación y métodos empleados son de tipo castrense. Por citar un caso, durante la administración del presidente Felipe Calderón, este modelo se puso en marcha al utilizar a las fuerzas armadas en operativos de combate frontal en contra de grupos delictivos. Otro esquema utilizado en nuestro país, en este sentido, se caracterizó por ser prácticamente imperceptible y tener mayores efectos en el largo plazo, tratándose de la participación de elementos militares como mandos de jerarquía mediana y superior dentro de las instituciones de seguridad pública. De acuerdo con Juan Salgado (2010), estas prácticas tienen como efecto la priorización de programas de contención por encima de los planes de prevención.

			Las policías militarizadas tienen tres consecuencias nocivas para la implementación de la seguridad ciudadana. En primer lugar, en tiempos de paz, la militarización perturba la relación cívico-militar, pues mientras las fuerzas armadas desarrollen tareas policiales no existirán incentivos adecuados para reformar a la policía. En segundo lugar, la rendición de cuentas es cuando menos opaca, puesto que los elementos militares son menos proclives al escrutinio ciudadano. Finalmente, la ausencia de formación para tratar problemas de seguridad pública por parte de las fuerzas armadas aumenta la probabilidad de que se violen los derechos humanos en los procesos de intervención (Salgado, 2010).

			En cambio, la seguridad ciudadana propone la democratización de la policía a través de la implementación del modelo de proximidad. Dicho esquema implica que los cuerpos policiales rindan cuentas, que puedan colaborar institucionalmente con organizaciones no gubernamentales en las tareas de prevención y que seleccionen de forma periódica a sus mandos operativos, al menos de forma interna (Gabaldón, 2007; Rico, 2005; Silva Forné, 2011; Torres, 1999). La policía de proximidad apareció en Estados Unidos y se expandió por Canadá, Europa y en América Latina se implementó por primera vez en Brasil en los años noventa del siglo pasado.

			La policía de proximidad parte de una premisa básica: el público es la policía y la policía, el público (Káram, 2012). Es necesario abandonar la idea de que la policía es un aparato fuera de la sociedad impuesto por el Estado y comenzar a concebirla como parte de la comunidad. Lo anterior puede lograrse a partir del propio desempeño policial. Skolnick y Bayley (1986) acuñaron el término “reciprocidad policía-comunidad” para hacer referencia al funcionamiento de la policía de proximidad en términos prácticos, de actitudes y organizacionales. En términos prácticos, la reciprocidad propone la inclusión de la comunidad en las estrategias de prevención. En el tema de la actitud, es importante inculcarles a los oficiales de policía, durante su formación, que la colaboración con la comunidad es relevante. Finalmente, en cuanto a la organización, la reciprocidad implica que la autoridad y la población puedan converger institucionalmente en el diseño de políticas de prevención, desde el punto de vista administrativo, al tiempo que la policía aprehende y permite el funcionamiento de las prácticas comunitarias de seguridad.

			La policía de proximidad propone la sustitución de la vigilancia mediante patrullaje, y la acción por reacción, por un sistema en donde los ciudadanos cooperan con la policía para anticiparse al delito. Salgado (2010) identifica las siguientes características de la policía de proximidad:

			
					Descentralización geográfica del despliegue operativo: la acción de la policía no tiene que estar condicionada a un microterritorio. Dentro de una jurisdicción tiene que actuar estratégicamente con autonomía de movilidad.

					Formación y educación continua: la policía tiene que estar capacitada en temas de prevención integral del delito en términos teóricos, legales y prácticos, así como del uso de equipamiento.

					Autonomía de mandos medios: la cadena de mandos dificulta la toma de decisiones de los elementos de menor jerarquía en la solución de problemas cotidianos. Su autonomía estimularía la acción eficaz en la prevención de la delincuencia común.

					Consulta con la ciudadanía: la policía tiene que ser capaz de conocer las preocupaciones inmediatas de la población y de sus expectativas sobre el desempeño policial. La consulta con la ciudadanía facilita la identificación de zonas de alto riesgo delictivo.

					Inserción de la ciudadanía en labores concretas de prevención: la participación de la comunidad no tiene que contravenir las disposiciones federales o estatales, pero puede adaptarse al contexto local. Dicha participación puede asociarse con la prevención situacional, comunitaria o social del delito.

					Reformas judiciales: es necesario promover la rendición de cuentas por parte de los elementos policiales desde el ámbito legal, facilitando el acceso a la información de sus recursos, formación y que hagan rigurosos los procesos de selección y adiestramiento, así como de certificación y formación continua. En este punto, destaca la necesidad de reformas que revaloren económicamente el trabajo policial.

					Acceso a la información: es necesario transparentar la estadística criminal, el ejercicio del gasto e información relativa al ejercicio profesional de los mandos policiales.

					Prevención social del delito: la policía tiene que buscar involucrarse en programas sociales de prevención, participando en actividades culturales y talleres de concientización ciudadana. Lo anterior contribuye con la construcción de la imagen de una policía comprometida con la población, preparada e informada sobre las causantes del delito.

					Orientación a resolver problemas: se trata de la proactividad en la solución de problemas delictivos de forma pacífica.

			

			Con los elementos anteriores la policía será capaz de identificar los problemas de la comunidad en materia de seguridad pública y proponer soluciones locales al respecto, disminuir el sentimiento de inseguridad, incrementar los niveles de satisfacción ciudadana con respecto al desempeño institucional de la policía, facilitar la participación activa de la ciudadanía en la producción de seguridad, contribuir con la coordinación interinstitucional en materia de seguridad, valorizar al personal policial, afinar los mecanismos de control externo e interno sobre el accionar policial y ofrecer un servicio de calidad a través de respuestas personalizadas (Rico, 2005).

			Para implementar el modelo de policía de proximidad se necesita una estrecha e intensa relación con organismos ciudadanos, pero también precisa de profundas reformas políticas, administrativas y judiciales que permitan la descentralización de la toma de decisiones y desahoguen la excesiva burocratización de sus procesos y, en concreto, requiere:

			[…] que la mayor parte de las decisiones en materia de gestión operativa y despliegue táctico se tomen por los oficiales de menor jerarquía en consulta con la ciudadanía, de tal manera que los mandos medios y superiores sólo desempeñen un papel de gestores para llevar a cabo esas decisiones institucionalmente (Salgado, 2010, p. 14).

			En el terreno empírico, lo anterior no es sencillo de implementar dado que no sólo implica que los altos mandos deleguen su poder de decisión y su protagonismo a los elementos de menor jerarquía, lo que supondría invertir la cadena de mando, sino también de multitud de factores como la capacidad institucional de los gobiernos locales para dotar de recursos e incentivos a sus policías, de reformas constitucionales que estimulen la descentralización policial y la participación ciudadana y, de suma importancia, necesitan de la voluntad política de los gobernantes para incluir estos asuntos en su agenda de gobierno, como sucedió en Bogotá, Colombia, en donde el alcalde, el más alto nivel de decisión del gobierno local, se comprometió con la transformación de la policía (Acero, 2005).

			Otros modelos de policía que propone implementar la seguridad ciudadana son el proactivo y el garantista (Gamboa, 2010). El modelo proactivo tiene como característica principal intervenir antes de que el delito ocurra, además se interesa en el estudio de la etiología delictiva y concibe a la delincuencia como un problema social e intenta disuadir a los potenciales infractores. Por su parte, el esquema garantista tiene un corte esencialmente legal, buscando salvaguardar los bienes jurídicos de la población e interviene investigando y detectando problemas criminales, con el propósito de conferir el máximo grado de seguridad posible a la sociedad que no delinque y el mínimo de violencia para los delincuentes. Al igual que los esquemas de prevención integral, una política de seguridad ciudadana tendrá mayores probabilidades de éxito cuando implemente de forma entrecruzada una variedad importante de los mecanismos de policía anteriores.

			El desempeño de los actores y los procesos de una política pública de seguridad ciudadana

			¿Cómo tiene que ser el desempeño de los actores y el desarrollo de los procesos de una política pública de seguridad ciudadana para tener éxito? Las investigaciones en torno de la seguridad ciudadana han estudiado su contenido teórico y elementos técnicos, pero no han propuesto cómo tienen que desempeñarse los actores y desarrollarse los procesos de las políticas de prevención integral para que logren resultados positivos. En este texto se considera que el desempeño de los actores y el desarrollo de los procesos deben ser empíricamente congruentes con los fundamentos conceptuales y técnicos de la propia seguridad ciudadana, así, en los hechos, aumentará la probabilidad de que exista una articulación estrecha, intensa e iterada entre múltiples perspectivas y propuestas de solución (integralidad efectiva).

			En este orden de ideas, el desempeño de los actores debe atender los parámetros de la gobernanza, como la inclusión de múltiples actores sociales, el empoderamiento de los entes con menor jerarquía gubernamental, la cooperación institucional, la transversalidad administrativa en la toma de decisiones, la corresponsabilidad en su implementación y también con los principios de la democracia participativa como la igualdad, la transparencia, la rendición de cuentas y el Estado de derecho.

			Asimismo, el desempeño de los actores no tiene que proyectar la existencia de mecanismos burocráticamente inflexibles, de tipo piramidal y la predominancia de lógicas federalistas tendientes hacia la generalización en detrimento de la focalización. Al contrario, el desempeño tiene que resultar en acciones concretas por parte de los actores con mayor capacidad de decisión para empoderar a los actores menos favorecidos en los procesos de toma de decisiones en torno de la construcción de políticas públicas, de modo que dichos agentes adquieran papeles estratégicos y no simplemente de gestión administrativa.

			En concordancia con lo anterior, los procesos de elaboración del sistema normativo tienen que instituirse a partir de la participación intensa de los actores sobre los que impactarán directamente dichas reglas; es decir, los actores locales, tanto gubernamentales como no gubernamentales. Lo anterior quiere decir, por ejemplo, que no es suficiente con incorporar en el contenido de las normas elementos que permitan la colaboración para la prevención del delito, sino que dichas normas tienen que ser producto de tal colaboración. De este modo, estaría garantizada la inclusión de perspectivas de actores con conocimiento de primera mano sobre las problemáticas delictivas a nivel territorial, además de fomentar compromiso para su cumplimiento.

			La propuesta de este trabajo es que una política pública de seguridad ciudadana tendrá más probabilidades de éxito en la medida en que involucre en su diseño e implementación a un mayor número de perspectivas sobre cómo prevenir los fenómenos delictivos, principalmente de actores especializados en la problemática y que detentan el mayor capital simbólico para resolverlos. Para ilustrarlo planteemos un ejemplo: una política nacional de seguridad ciudadana que busque implementar modelos de prevención social, situacional o comunitaria en el ámbito municipal tendrá menos posibilidades de lograr resultados satisfactorios si los actores encargados de diseñarla e implementarla son de carácter nacional y si las normas construidas para su implementación se concibieron a partir de procesos en donde no participaron los actores locales.

			Lo anterior porque los actores nacionales, a pesar de contar con recursos políticos, económicos y administrativos importantes, desconocen las particularidades del entorno y las condiciones territoriales del delito, y los actores municipales serían relegados a un rol como receptores de bienes y servicios, y no tendrían la capacidad de abonar de forma sustantiva a la solución de las problemáticas que suceden en sus propios territorios.

			Elementos para implementar la seguridad ciudadana en el ámbito de gobierno municipal

			La opinión pública y el gobierno federal, e incluso el ámbito académico, suelen tomar poco en cuenta al municipio cuando se discuten temas prioritarios para la ciudadanía como el desarrollo económico o el combate a la delincuencia.

			Lo anterior es consecuencia de la tradición centralista con la que se ha desarrollado la vida política en México y también de los desafíos institucionales que enfrentan los municipios. Esto suele crear una especie de “estigmatización” en torno a los gobiernos municipales, concibiéndolos como el orden de gobierno menos importante y más endeble e ineficiente para influir en la calidad de vida de las personas.

			La historia, no obstante, nos permite observar que sin los municipios hubiera sido imposible la construcción del Estado-nación durante el siglo XIX en México. Los municipios también hicieron posible mantener un grado estable de gobernabilidad política en siglo XX, caracterizado por el régimen del partido hegemónico. Incluso, en buena medida, los municipios y sus sociedades locales fueron pieza clave en los procesos de democratización que transformaron nuestro sistema político hacia el final del siglo pasado. En definitiva, como veremos a continuación, los municipios han sido y pueden ser más que relevantes política y socialmente.

			De acuerdo con Quintana (2011), el acontecer histórico es la principal fortaleza del municipio. Su papel en la historia mexicana justifica su larga permanencia y el protagonismo que hasta nuestros días tiene en la organización de las colectividades humanas. Los municipios en México datan de hace 500 años, cuando en 1519 Hernán Cortés fundó la Villa Rica de la Vera Cruz, estableciendo la primera forma de organización política de la Colonia en el territorio que ahora es nuestro país.

			Mauricio Merino, quien ha dedicado parte importante de sus estudios al gobierno municipal, en sus obras Gobierno local. Poder nacional (1998) y Los gobiernos municipales de México: el problema del diseño institucional (2004), identifica en los municipios cuatro méritos históricos con los que apoyaremos nuestro argumento principal. Estas aportaciones nos ayudarán a entender mejor los procesos que permitieron que los municipios contaran con el marco jurídico necesario para el diseño de políticas públicas de seguridad ciudadana, al tiempo de ejemplificar su potencial como instituciones que pueden posibilitar la transformación del estatus social.

			
					Apoyaron la construcción del Estado-nación durante el siglo XIX. Gracias a los municipios fue posible la construcción del Estado-nación durante el siglo XIX. En aquel siglo de la Independencia los municipios brindaron los medios burocráticos, los ejércitos, la riqueza y la legitimidad política en la que se apoyó la disputa ideológica entre centralistas y liberales. Cuando en el país se discutían proyectos nacionales diversos y se redactaban distintas constituciones para intentar cohesionar una nación territorialmente extensa y políticamente dispersa, los municipios continuaron realizando sus tareas administrativas cotidianas y permanecieron como la autoridad de organización básica ante los pueblos locales.Los municipios hicieron posible la construcción de una estructura organizacional de funcionamiento administrativo en la que se apoyó el proyecto de nación de los liberales, cuando se impuso el primer modelo federal en 1824. Durante dicha época los cabildos contaron con una estructura definida que incluía a dos alcaldes ordinarios, 40 síndicos, el alférez real y un alguacil mayor. Sus principales atribuciones fueron redactar las ordenanzas municipales y administrar los asuntos de la localidad.
Los municipios “fueron la piedra de toque, administrada por los jefes políticos de cada distrito, para la legitimación formal de los cargos públicos e incluso para garantizar las contribuciones fiscales que le daban vida presupuestal al gobierno central” (Merino, 1998, p. 252). Las estructuras de organización y de control político-militar que aportó el ámbito municipal, para garantizar la conquista española, “fueron la base para que se forjara el Estado-nación en México” (Merino, 2004, p. 2).


					Fueron los instrumentos de control y estabilidad política durante el siglo XX. El retorno al centralismo en 1836, el triunfo del federalismo nuevamente en 1857, la época del Porfiriato y la Revolución Mexicana fueron minando los poderes municipales originales, así como sus fuentes de ingresos fiscales, como la organización de las elecciones locales y los impuestos provenientes de la propiedad sobre ejidos y tierras comunitarias. Sin embargo, los municipios son uno de los elementos clave para explicar el funcionamiento del sistema político presidencial del partido hegemónico durante el siglo XX.En palabras exactas de Merino: “el segundo mérito de los municipios es haber ofrecido estabilidad política y medios de gobernación aún en los tiempos de mayor centralismo político durante el siglo XX” (Merino, 2004, p. 3).
Después de la Revolución de 1910 y hasta antes de la década de los años ochenta del siglo XX, los gobiernos municipales fueron los intermediarios entre las demandas sociales, los problemas locales y las decisiones tomadas o avaladas por el gobierno federal. Los municipios fueron el instrumento para mantener el control y la estabilidad política del país funcionando como ventanas de cooptación política y control social local.
En pocas palabras, los municipios fueron los filtros que impedían que los problemas sociales y políticos llegaran a las instancias de los gobernadores y los secretarios de Estado, o al mismo presidente de la República. Esto fue posible por la relación administrativa subordinada y el control político al que estaban sujetos los municipios. Estas figuras quedaron suprimidas en el decreto preconstitucional del 23 de diciembre de 1914, cuando se introdujo el concepto de municipio libre como base de las entidades federativas, para reformar el artículo 109 de la Constitución de 1857.
Durante el Porfiriato el general Díaz utilizó a los jefes políticos para que ejecutaran sus mandatos, poniendo a los gobiernos municipales al servicio político y fiscal de la dictadura.


					Fueron una puerta de acceso hacia la alternancia política. Paradójicamente, el tercer mérito municipal es “el haber iniciado los procesos de alternancia política sistemática derivada de las elecciones locales, que años después involucró al régimen político en su conjunto” (Merino, 2007, p. 15).Los primeros espacios políticos y administrativos que se abrieron al reconocimiento de los derechos políticos y a la alternancia en México fueron los municipios. Por ejemplo, en 1947 el entonces presidente Miguel Alemán le concedió a nivel nacional el derecho de votar a la mujer, además de poder ser votada, en los procesos municipales. Más tarde, en 1953, el presidente Adolfo Ruiz Cortines expidió reformas a los artículos 34 y 115 de la CPEUM para otorgarle plenitud de derechos ciudadanos a la mujer en México.
Estos méritos históricos del municipio, aunado con el agotamiento del sistema político de partido hegemónico, así como el tratamiento del ejercicio de los derechos político-electorales de mujeres y hombres en el país, como una forma de incentivar la pluralidad y la participación de los habitantes locales en los comicios electorales, entre otros procesos, sentaron las bases para que en el año 2000 fuera posible la alternancia en el poder Ejecutivo a nivel federal.
Para subrayar este hecho, antes de la alternancia federal, el 63.6% de la población total del país ya había experimentado el cambio de partido político en los puestos de elección popular en los municipios (Merino, 2003, p. 26).
Esta tendencia generó una cultura política democrática en la sociedad local que fungió como antesala para la alternancia política a nivel federal: “la transición a la democracia en México no se explicaría sin esas pruebas previas que tuvieron lugar en los municipios del país” (Merino, 2004, p. 4).
Socorro Arzaluz señala que la primera alternancia política en México se dio en el municipio de León en 1946 en Guanajuato, con el triunfo de La Unión Cívica Leonesa sobre el candidato oficial, y aunque el PRI impuso a su candidato, después de un enfrentamiento armado entre el ejército y la sociedad, fue reconocida la victoria de la UCL (Arzaluz, 1996, p. 111).
Entre 1978 y 1981 el PRI perdió las elecciones en más de 40 municipios, el Partido Acción Nacional conquistó más ayuntamientos en este periodo, con 19, en estados norteños principalmente, seguido por el Partido Auténtico de la Revolución Mexicana con nueve y, en tercer sitio, el Partido Popular Socialista, con siete.


					Asumieron tareas gubernamentales abandonadas por el gobierno federal. Los gobiernos municipales han contribuido a suplir el espacio vacío que fue dejando la salida del gobierno federal en materia administrativa durante las últimas dos décadas del siglo XX. Durante gran parte del siglo anterior, la administración pública federal se expandió en demasía, ocupando paulatinamente casi todas las tareas gubernamentales que se realizaban en el país.La crisis de 1982 marcó un límite objetivo a esa expansión administrativa, pues demostró que el dirigismo y el crecimiento hacia adentro, así como el gasto público, ya no eran suficientes para sostener esa dinámica en el futuro (Merino, 1992).
Fue entonces cuando Miguel de la Madrid implementó una política de descentralización que significó, en la práctica, una disminución notable del aparato burocrático federal y un traslado constante de obligaciones constitucionalmente nuevas hacia los gobiernos municipales (servicios públicos). En este sentido, la labor administrativa de los municipios contribuyó para que en México se produjera la transición del modelo de protección de la economía interna hacia la inscripción del país en los flujos internacionales del comercio y de las finanzas.
Dicha contribución es lo que Guillén denomina la descentralización de facto, un proceso en donde “los gobiernos municipales se han ocupado de resolver multitud de pequeños problemas que afectan a millones de mexicanos, cuando menos en las áreas más elementales de los servicios públicos, restando tareas al ámbito federal en materia financiera, administrativa y social” (Merino, 2004, p. 4).
Se le llamó dirigismo a la pretensión del Estado de ser el rector de la actividad económica nacional, en la búsqueda del desarrollo social, para lo cual estaba ampliamente facultado en el entonces vigente texto Constitucional. En México, el modelo del desarrollo estabilizador empezó a confrontar problemas en la primera mitad de los años setenta del siglo pasado, con un breve respiro gracias al aumento del precio del petróleo en la segunda mitad del decenio.
Pero para 1982, con la caída internacional del precio del petróleo como consecuencia de una sobreoferta mundial del sector energético (en el cual se había depositado la mayor parte de las importaciones y representaba la principal fuente de ingresos), el modelo hizo crisis y fue necesario empezar a pensar en otro que se ajustase a las cambiantes condiciones de la economía mundial. Con esto se transitó de un modelo estatista a otro neoliberal, que ayudó a reducir el gasto público y reestructurar la administración pública federal (Medina, 2011, pp. 244-246).
Es así como los gobiernos municipales se posicionan como la institución histórica y primaria de organización de la convivencia de una sociedad demandante, diversa y compleja. Han sido la única institución sociopolítica colonial que ha sobrevivido hasta nuestros días. En ese marco no hay estructura política en la actualidad que se le compare. Sólo el municipio se ha sostenido como base de la organización gubernamental, la división territorial y administrativa del Estado.
Es posible concluir que el municipio es una instancia de gobierno socialmente relevante, al asumir funciones gubernamentales que permiten el funcionamiento político-administrativo del Estado y el desarrollo de sociedades locales concretas y diferentes entre sí.


			

			Bajo este mirador, cobra sentido pensar a la delincuencia como un problema local, con la intención de buscar formas institucionales para resolverla, principalmente −aunque no de forma exclusiva− en el territorio en donde nos afecta en la cotidianeidad y en donde se manifiesta de forma particular. Dicho territorio es el ámbito de gobierno y territorial del municipio.

			El espacio de gobierno político y administrativo idóneo para diseñar e implementar políticas públicas de seguridad ciudadana es el municipal, principalmente por las tareas que desempeña, usualmente relacionadas con la prestación de los servicios públicos básicos.

			En América Latina, las atribuciones institucionales que permiten a los gobiernos municipales ocuparse del diseño e implementación de la seguridad ciudadana son resultado de varias reformas políticas y administrativas que han ocurrido en las últimas décadas. De acuerdo con Fernando Carrión (2006), son tres los procesos al respecto: en primer lugar, la reforma del Estado, impulsada a causa de la ineficiencia ocasionada por la hiperburocratización de los gobiernos centrales, en el marco económico del Estado Benefactor, promovió la descentralización de los servicios públicos hacia los ámbitos estatales de gobierno. En México, estas competencias se convirtieron en tareas exclusivas de los municipios gracias a la reforma constitucional de 1983 (Merino, 2007). 

			En segundo lugar, a consecuencia de lo anterior, la seguridad pública giró hacia la prevención del delito y la participación ciudadana, provocando la redistribución de competencias y equilibrando el poder de decisión entre órdenes de gobierno, cuando menos en el ámbito legal.

			Por último, el crecimiento de la delincuencia en los espacios urbanos se convirtió en una de las principales preocupaciones de los ciudadanos, colocando a la seguridad pública como la principal demanda hacia las autoridades locales (Acero, 2005). Con todo, los procesos anteriores solamente institucionalizaron aquello que los municipios realizaban con anterioridad de facto (Guillén, 1999).

			Por otro lado, los municipios son espacios idóneos para la focalización por su dimensión territorial. Varios autores sostienen que el municipio tiene que constituirse como el espacio principal para realizar esfuerzos sistemáticos que propicien el aumento de la calidad de vida de la población, en tanto que su proximidad con la población y sus problemas específicos le confieren la posibilidad de diseñar, implementar y controlar de forma directa políticas públicas de variada naturaleza.

			En este orden de ideas, el municipio tiene como ventaja competitiva, frente a los otros niveles de gobierno, la capacidad de priorizar problemas antes que sectores. En pocas palabras, es un mejor espacio para la concertación (Acero, 2005; Dammert, 2005; Sabet, 2013; Tapia, 2014).

			Los elementos que fundamentan la propuesta de que los gobiernos municipales tienen que encabezar el diseño e implementación de las políticas de seguridad ciudadana son tres:

			
					Su condición como gobiernos de proximidad.

					Sus atribuciones en torno de la prestación de los servicios públicos.

					El carácter local de la delincuencia común e incluso transnacional (Vargas, 2014).

			

			Sobre el primer elemento se puede decir que la organización político-administrativa de los municipios es esencialmente de carácter comunal.

			En el caso de México, el régimen municipal está conformado por el ayuntamiento que es un aparato colegiado compuesto por un alcalde, síndicos y regidores, seleccionados mediante el voto popular. El ayuntamiento se conforma para gestionar la solución de los problemas de la comunidad. Por su delimitación territorial y por sus atribuciones, los municipios son las instituciones que mayor interacción tienen con la vida cotidiana de la población. De acuerdo con Mauricio Merino (2007), la tarea principal de los municipios es mejorar las condiciones para la convivencia de las personas prestando servicios públicos, planeando el desarrollo urbano, cuidando el medio ambiente, etcétera.

			Desde este punto de vista, la proximidad se define como la capacidad de un gobierno por estar en contacto permanente con su población. Desde el enfoque de las políticas públicas, el municipio puede considerarse ideal para diagnosticar y atender un problema público en tanto que cuenta con mejores condiciones territoriales para destinar recursos; además tienen burocracias pequeñas y flexibles cuyo trabajo es visible ante los habitantes y que puede ser evaluado directamente por los mismos, a diferencia de los gobiernos centrales. En este sentido, la proximidad se puede traducir en políticas de prevención endógenas.

			Con respecto a los servicios públicos es importante señalar que la etimología del término municipio (del latín municipium y capio de capere) se refiere a tomar parte de la mejora de las condiciones de vida de la población. Un servicio público se define como “una actividad técnica que el Estado declara de interés general porque tiende a satisfacer una necesidad colectiva, en el entendido de que dicha satisfacción se realiza a través de prestaciones directas a los usuarios del servicio” (García del Castillo, 2011, p. 300). Por lo tanto, una correcta prestación de los servicios públicos no solamente representa mayor desarrollo y crecimiento, sino también legitimidad para el gobierno en turno y gobernabilidad sobre el territorio.

			En el caso mexicano, los municipios prestan los siguientes servicios públicos: agua, su tratamiento y disposición; alumbrado público; gestión de los residuos sólidos; mercados y centrales de abasto; panteones; rastro; calles, parques, jardines y su equipamiento; y la seguridad pública, en concreto, la prevención del delito y la regulación del tránsito vehicular (artículo 115, CPEUM). Estos servicios corren a cargo del régimen administrativo municipal, compuesto por diferentes departamentos. Para efectos de la seguridad ciudadana, la prestación de los servicios públicos adquiere relevancia considerando las teorías que explican la conducta delictiva asociadas con las condiciones de vida de los individuos, los espacios en donde ocurre el delito y los métodos para prevenirlos.

			
					Profundización: la seguridad pública en los gobiernos municipales. Al municipio se la han asignado constitucionalmente tareas de seguridad pública desde la Constitución de Cádiz en 1812 (Quintana, 2011), la cual estableció que le correspondía al municipio la policía de salubridad, comunidad y la tarea de auxiliar al alcalde en todo lo relativo a la seguridad de las personas y de los bienes de los vecinos.Con la Constitución federal de 1824 se estableció que los asuntos municipales les corresponderían a las entidades federativas; sin embargo, en todas las constituciones estatales se facultó a los municipios para que contaran con una policía preventiva. También para que administraran juzgados menores municipales, conciliadores o de paz, con claras atribuciones jurisdiccionales en materias elementales (Quintana, 2011).
También las Leyes Constitucionales de 1836, al igual que las Bases Orgánicas de 1843, otorgaron atribuciones a los ayuntamientos en materia de seguridad y policía. La Constitución federal de 1857 contempló delegar los asuntos municipales a los estados asociados. Sin embargo, de igual forma, todas las constituciones estatales les asignaron atribuciones a los municipios para contar con policía en sus localidades.
Hacia el final del siglo XIX estas atribuciones quedaron suspendidas por mandatos de la dictadura de Porfirio Díaz, imponiéndose a los ayuntamientos las decisiones de los jefes políticos. En materia de seguridad prevalecieron los cuerpos de guardias y policías rurales del Porfiriato.
Lo anterior se modificó hasta 1914 con la Ley de la Libertad Municipal, en donde el artículo 109 de la Constitución de 1857 fue reformado, estableciendo que el mando de las fuerzas públicas locales estaría bajo las órdenes del presidente de la República y de los gobernadores. Fue hasta el año de 1983, con la reforma al artículo 115, que se catalogó a la seguridad pública como un servicio público a cargo de los municipios en términos de policía preventiva, de vialidad y tránsito.
Los cambios al artículo 73 de la CPEUM en 1994, sustentaron la coordinación en materia de seguridad pública entre los tres órdenes de gobierno buscando hacer posibles los objetivos en dicha materia. Con esto se estableció un sistema federal en materia de seguridad pública. La última ley reglamentaria al respecto, la LGSNSP de 2009, establece las competencias a cargo de la federación, los estados y los municipios. 
La reforma de 1999 al artículo 115 referido, señaló la seguridad pública como una función pública y no como un mero servicio administrativo y se determinó que en las capitales de los estados también correspondería a los ayuntamientos el manejo de la policía preventiva y no a los gobernadores.
La CPEUM considera que la seguridad pública es un servicio a cargo del municipio, que deberá ejercerse con el concurso del Estado porque así lo determina el artículo 21. En este sentido, el ayuntamiento deberá regular el orden público, el tránsito vehicular y peatonal, así como vigilar y garantizar el cumplimiento de las leyes federales y estatales, y los reglamentos vigentes en la materia dentro del municipio. De acuerdo con el último párrafo de la fracción III del artículo 115 constitucional, los municipios de una misma entidad federativa, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de dicho servicio, situación que se ajusta a lo dispuesto por el artículo 21.
Se puede notar que el municipio ha sido una pieza importante en las tareas de prevención del delito dentro de una comunidad específica. Ahí radica su importancia, en atender las necesidades concretas de una comunidad en particular, a través de marcos regulatorios y acciones de carácter endógeno.


					Objetivos de la estrategia pública municipal. INAP (1993) menciona que la delincuencia es uno de los problemas públicos más importantes y delicados que el gobierno local tiene que enfrentar. Los comportamientos antisociales siempre han estado presentes dentro de las colectividades humanas, pero las nuevas dinámicas sociales que caracterizan la vida urbana generan nuevas manifestaciones que laceran la convivencia comunitaria. Por ejemplo, al vandalismo, la drogadicción y el pandillerismo, se la añaden nuevos delitos como el narcotráfico.

			

			Los gobiernos municipales deben organizar y proveer de recursos a los departamentos que tienen a su cargo las funciones de policía, seguridad y vialidad. De acuerdo con la guía técnica del Instituto Nacional de Administración Pública, la seguridad pública municipal se orienta a:

			
					Garantizar el cumplimiento de los bandos, reglamentos y disposiciones administrativas vigentes en la materia, dentro del territorio del municipio. De igual forma, en el caso de algunas leyes federales y estatales, el ayuntamiento tiene el carácter de autoridad auxiliar, por lo que sus cuerpos de seguridad pública coadyuvan al cumplimiento de dichas leyes.

					Prevenir la comisión de acciones que contravengan disposiciones jurídicas aplicables al municipio y que sean constitutivas de delitos o infracciones.

					Guardar el orden público dentro del territorio del municipio.

					Sancionar a los individuos que contravengan las disposiciones administrativas aplicables dentro del municipio.

					Administrar los Centros de Detención Municipales (cárceles municipales).

					Auxiliar a las autoridades estatales y federales competentes, en la investigación y persecución de los delitos (INAP, 1993, p. 3).

			

			Es evidente el carácter preventivo y endógeno del municipio en materia de seguridad. De acuerdo con la fuente anterior, entre las atribuciones que tiene encomendadas el ayuntamiento se encuentran las siguientes:

			
					Reglamentar todo lo relativo a la seguridad pública municipal en concordancia con la Constitución Federal y las leyes federales y estatales relativas.

					Organizar a la policía municipal, designando las jefaturas y atribuciones correspondientes de acuerdo con la legislación y reglamentación vigente.

					Dotar a la policía y órganos auxiliares de los recursos materiales indispensables para realizar las funciones de policía y apoyo a la administración de justicia municipal.

					Seleccionar y capacitar a los miembros que conforman la policía municipal.

					Administrar y mantener en operación los Centros de Detención Municipales.

					Organizar el juzgado calificador municipal, en coordinación con las autoridades judiciales de la entidad (INAP, 1993, pp. 3-4).

			

			El presidente municipal, como encargado de ejecutar los acuerdos del ayuntamiento, es el actor que deberá encargarse de que los objetivos de la seguridad pública municipal y que las atribuciones del ayuntamiento en dicha materia sean cumplidos. El alcalde también designará a los titulares de los órganos encargados de la seguridad pública municipal y quién dispone de éstos para asegurar el pleno disfrute de las garantías individuales y la conservación del orden público.

			La policía preventiva municipal

			La policía preventiva tiene la responsabilidad de mantener el orden, la vigilancia y patrullaje en las calles. Únicamente puede detener a individuos en flagrancia delictiva y no poseen la facultad de investigar los delitos. En ocasiones puede llegar a auxiliar al MP si éste se lo pide.

			La policía municipal es el principal brazo con el que cuenta el municipio para brindar la seguridad pública. Su propósito central es el servicio a la comunidad “auxiliando y orientando a la población en el cumplimiento de las leyes, reglamentos, disposiciones administrativas, usos y costumbres de la sociedad que tienden a regular el orden, así como el bienestar y tranquilidad de la comunidad” (INAP, 1993, p. 5). Algunas de sus funciones, de acuerdo con la guía técnica citada, son las siguientes:

			
					Vigilancia a través de rondas o recorridos para verificar que el orden público se mantenga estable.

					Indagación e investigación preliminar para la recopilación de pruebas que sirvan para calificar, y en su caso sancionar por los medios conducentes y ante las autoridades respectivas, los delitos y faltas de los infractores.

					Control de conductas delictuosas entre los miembros de la población.

					Control de conductas atentatorias de la tranquilidad pública que sean producidas por vicios.

					Prevención de actos delictivos y violación a la legislación y reglamentación municipal.

					Detención de infractores y delincuentes.

					Protección física de la ciudadanía ante un actor de violencia que se presente en el municipio.

					Resguardo de los bienes, recursos materiales y medio ambiente natural del municipio.

					Organización de la estadística del índice delictivo del municipio.

					Regulación de la circulación de vehículos y peatones en el municipio en coordinación con las autoridades del estado (INAP, 1993, pp. 4-5).

			

			La policía preventiva municipal es susceptible de adoptar un esquema de proximidad, pues el día a día de su trabajo se realiza en la calle, lo que significa que la policía es una institución que se define por estar en contacto constante con los ciudadanos. En consecuencia, responde a realidades y necesidades concretas al espacio del territorio local. El resto de las instituciones de seguridad pública municipal son la Dirección de Seguridad Pública, juzgados calificadores, las cárceles municipales y los órganos de participación ciudadana en materia de seguridad pública.

			Dicho lo anterior, la prevención integral requiere de un diseño e implementación municipal para focalizar elementos de riesgo delictivo y lograr una articulación estrecha entre actores a nivel territorial; asimismo, porque el municipio cuenta con atribuciones asociadas directamente con los diferentes mecanismos de prevención antes mencionados.

			Finalmente, a pesar de que la seguridad ciudadana contribuye a reducir las amenazas propias de fenómenos como la delincuencia organizada, lo cierto es que busca fortalecer la función de la seguridad pública en su primera etapa: la prevención del delito. Esto significa que los delitos que previene son aquellos que afectan al individuo en su cotidianeidad y que mayor impacto tienen en la sociedad por su frecuencia, como el homicidio, robo y el secuestro. Esta característica de la seguridad ciudadana hace de los municipios el espacio propicio para implementarse, en tanto que estos delitos suelen tener particularidades locales; incluso delitos como el narcotráfico, el comercio ilegal de armas y la trata de personas afectan la vida de la comunidad por situaciones como la venta y consumo de estupefacientes, el uso de armas de fuego, la difusión de la cultura mafiosa que se expresa en diferentes estereotipos y en el uso indiscriminado de la violencia para resolver cualquier conflicto (Acero, 2005).

			En conclusión, desde el enfoque de las políticas públicas, la importancia de diseñar iniciativas de seguridad ciudadana, a nivel municipal, descansa en que las problemáticas delictivas, además de ser multicausales, tienen diferentes formas de manifestarse en función de las características de los espacios territoriales en donde ocurren y por sus elementos culturales, sociales y económicos.

			

			
				
					11 Las políticas públicas son acciones de gobierno con objetivos de interés público que surgen de decisiones sustentadas en un proceso de diagnóstico y análisis de factibilidad, para la atención efectiva de problemas públicos específicos, en donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y en la búsqueda de soluciones (Franco, 2012, p. 86).

				

				
					12 “La seguridad pública es el conjunto de normas, políticas y acciones coherentes y articuladas que tienden a garantizar la paz pública a través de la prevención y represión de las faltas contra el orden público, mediante el sistema de control penal y la policía administrativa” (Garza, 2002, p. 11). La seguridad ciudadana, dentro de la seguridad pública, propone revolucionar los esquemas de prevención del delito.

				

				
					13 En una poliarquía los ciudadanos deben poder formular sus preferencias, expresar esas preferencias a otros y al gobierno mediante la acción individual o colectiva, y lograr que las propias preferencias sean consideradas por igual, sin discriminaciones en cuanto a su origen o contenido. Para que lo anterior suceda, el Estado tiene que garantizar los siguientes elementos: libertad de asociación y organización; libertad de pensamiento y expresión; el derecho al sufragio activo y pasivo; el derecho a competir por el apoyo electoral; fuentes alternativas de información accesibles; elecciones periódicas libres y justas, que produzcan mandatos limitados; y la existencia de instituciones que controlen y hagan depender las políticas gubernamentales del voto y de otras expresiones de preferencia (Dahl, 1997).

				

				
					14 La teoría de Jeffery propone que un ambiente diseñado de forma apropiada disminuirá la frecuencia de los delitos de oportunidad y la percepción del temor, estrechando los lazos comunitarios. En su perspectiva, es fundamental incorporar en dicho proceso la experiencia de los habitantes dado su conocimiento en la percepción de su inseguridad ambiental.

				

				
					15 Es la posibilidad de ver a otros sujetos y ser visto por los mismos.

				

				
					16 Traducción propia.

				

			

		

	
		
			Unidad III

			Propuestas para el diseño de políticas públicas de seguridad ciudadana en el ámbito municipal de México

			En materia de seguridad pública es imposible crear formulas infalibles para prevenir el delito; no obstante, es viable proponer principios de acción. En términos generales, dentro de la literatura de la seguridad ciudadana, la gobernanza y los municipalismos, existen muchas buenas intenciones, pero escasos marcos para la acción.

			Es aquí que la disciplina de Trabajo Social puede realizar aportes significativos en materia de prevención social de violencias, cambiando paradigmas que miran hacia una intervención reactiva más que a una preventiva. El cambio de modelo en la mirada de prevención debe atender a las principales causas determinadas a partir de diagnósticos claros que visibilicen la oportunidad de intervención desde lo social para atenuar en el tiempo los efectos de problemas estructurales como la marginación, la pobreza y la exclusión social.

			Para colmar en alguna medida esta laguna en el campo del conocimiento, a continuación presentamos algunas propuestas para diseñar políticas públicas eficientes de seguridad ciudadana en México.

			En este sentido, el propósito es aportar lineamientos de acción integral que permitan reducir los indicadores delictivos en demarcaciones municipales; por lo tanto, nuestras consideraciones apuntan hacia los tres niveles de gobierno en México, siendo lo suficientemente flexibles para que puedan adaptarse a las condiciones endógenas de cada territorio en particular.

			Introducción a las políticas públicas

			El Estado persigue determinados fines mediante acciones concretas. Dichas acciones reciben el nombre de políticas; acciones particulares que el Estado realiza para alcanzar objetivos definidos y que se clasifican en políticas de Estado, de gobierno y políticas públicas.

			Para Julio Franco (2012), las políticas de Estado se encuentran asentadas en la Constitución Política y son preceptos claros que trascienden periodos gubernamentales. Tienen alcance nacional y atienden materias de tipo estratégico, como la política monetaria y la política exterior, por lo que son implementadas por el poder Ejecutivo Federal.

			Para el mismo autor, las políticas de gobierno son acciones permanentes que se instrumentan por ramos y competencias administrativas por parte de las dependencias gubernamentales. 

			Las características de estas políticas son: 1) estar en los planes nacionales, estales y municipales de desarrollo; 2) tener un sello distintivo de la administración en turno; y 3) en la práctica administrativa, en algunos casos suelen identificarse como acciones discrecionales en las que no hay un respaldo técnico de la decisión y que no son parte de una estrategia específica de gobierno. Ejemplos de políticas de gobierno pueden ser actos protocolarios, gastos de representación, construcción de obras con objetivos electorales y programas temporales que se utilizan para promover candidatos.

			Las políticas públicas son acciones que permiten resolver problemas públicos concretos como la delincuencia, considerando su multicausalidad. Las políticas públicas hacen viable la inclusión de los conceptos de la seguridad ciudadana en su etapa de diseño. Por dicha razón, es pertinente abordarlas con mayor detalle en este punto de encuentro.

			El enfoque de las políticas públicas se concibió para estudiar la toma de decisiones, las estrategias, los medios y los recursos de acción en el ámbito gubernamental. En palabras de Luis Aguilar Villanueva (2014), las políticas públicas son la primera disciplina que se planteó la capacidad directiva de los gobiernos y su objetivo es incrementar su capacidad de decisión.

			Esta línea de estudio comenzó en 1951 cuando Harold Lasswell publicó su artículo titulado “La orientación hacia las políticas”. Este autor propuso que el gobierno requería de mayor conocimiento y de mayores herramientas técnicas para mejorar la toma de decisiones, para resolver de forma eficiente problemas públicos cada vez más complejos. En la visión del profesor estadounidense, las políticas públicas deberían responder a tres preguntas:

			
					¿Cómo tomar decisiones de gobierno más inteligentes?

					¿Cómo generar y mejorar la información para los funcionarios a cargo del diseño de políticas públicas?

					¿Cómo incorporar en el gobierno mayores niveles, dosis de ciencia y racionalidad?

			

			Harold Lasswell define a las políticas públicas como “un conjunto de disciplinas que se ocupan de explicar los procesos de elaboración y ejecución de las políticas, y se encargan de localizar datos y elaborar interpretaciones relevantes para los problemas de políticas de un periodo determinado” (Lasswell citado por Franco Corzo, 2012, p. 84). Este autor considera que las políticas públicas se ocupan del proceso y, durante éste, de la toma de decisiones en el orden público (Káram, 2012).

			Siguiendo con el desarrollo del estudio de las políticas públicas, Herbert Simon (1973) aportó un modelo racional en la adopción en la toma de decisiones. Desde su perspectiva, la toma de decisiones estaba condicionada a una serie de etapas racionales que determinaban la acción de las políticas públicas:

			
					Establecimiento de alternativas y priorización de objetivos.

					Identificación y generación de todas las opciones.

					Cálculo y valorización de las consecuencias de dichas opciones.

					Comparación de las opciones.

					Elección de la opción o conjunto de opciones que maximicen los objetivos priorizados.

			

			Sin embargo, Simon reconoció que la aplicación pura y exacta de este modelo racional, o de cualquier otro, en la toma de decisiones de políticas es poco factible, pues siempre existen factores externos que influyen sobre las opciones y las diferentes etapas como pueden ser instintos, valoraciones subjetivas, hábitos organizacionales y otros elementos que generan incertidumbre.

			Bajo este enfoque de racionalidad limitada, los resultados positivos de una política pública tendrían que estar determinados por la constante interacción entre la inteligencia y la adaptación a los cambios, como respuesta a la información limitada sobre los problemas públicos y por la imposibilidad de prever todas las posibles dificultades que enfrentará la implementación de la política (Merino, 2013).

			En este sentido, Charles Lindblom (2014a) rechazó que la formulación de políticas públicas tendría que obedecer a una serie de etapas y propuso un modelo que consideraba el factor del poder y la interacción entre fases. Dicha propuesta recibió el nombre de incrementalismo o la ciencia de “salir del paso”.

			El incrementalismo cuestiona el uso excesivo de la racionalidad en el proceso de formulación de políticas públicas, señalando la necesidad de integrar la discusión política en una aproximación en etapas sucesivas a la identificación del problema público. Este enfoque parte de la idea de que no se puede alcanzar un objetivo óptimo, pero sí es posible lograr un objetivo satisfactorio con base en la selección de estrategias claras, sencillas y adecuadas. Lindblom (2014b) señala que los procesos están diseñados para reconstruir centrándose en las urgencias.

			La argumentación principal de este autor es “en contra de la burocratización y la grandilocuencia de las políticas públicas, y una apuesta por los valores y las rutinas para lograrlos” (Merino, 2013, p. 46).

			La diversidad en el estudio teórico de las políticas públicas ha devenido en una gran cantidad de definiciones sobre éstas, en donde el común denominador es la idea de una actuación eficiente del gobierno para solucionar problemas públicos específicos. Por definición, de acuerdo con Aguilar Villanueva (2014), un problema público es aquel que puede tener razonablemente una solución por parte del gobierno.

			Por ejemplo, para Manuel Canto (2002) las políticas públicas son un conjunto de decisiones que se entrelazan y que en conjunto tienden a alcanzar un objetivo común, soluciones a problemas específicos. Este autor define a las políticas públicas como “cursos de acción tendentes a la solución de problemas públicos acotados” (p. 60), que se definen a partir de “un proceso de discusión entre actores sociales diversos y con mecanismos de participación de la sociedad” (p. 62).

			En la misma línea, Mauricio Merino define a las políticas públicas como “una intervención deliberada del Estado para corregir o modificar una situación social o económica que ha sido reconocida como pública” (2013, p. 17). Las políticas públicas se presentan como una alternativa a las soluciones globales y exclusivamente gubernamentales, entendiendo que cada problema público admite una solución singular, con técnicas y participantes distintos.

			Las políticas públicas se orientan hacia la eficiencia, recordando que los recursos del Estado son limitados. Bajo el mismo tenor, del trabajo de Ricardo Uvalle podemos recuperar los siguientes puntos de vista y definiciones de las políticas públicas:

			
					La actual sociedad es una red de relaciones. Lo público implica conflictos, consensos, desacuerdo y beneficios compartidos.

					El gobierno basa su acción en las libertades públicas, la democracia y la igualdad. Es una institución que debe cambiar cualitativamente la calidad de vida de los ciudadanos.

					Los gobiernos deben asegurar eficientemente la permanencia de las instituciones democráticas.

					Las políticas públicas son acciones que se pueden implementar en contextos democráticos y plurales. Se fijan en el denominado “proceso de gobierno”.

					El proceso de gobierno involucra factores, intereses, actores y valores que buscan sobreponerse para orientar las acciones en un sentido particular.

					Las políticas públicas implican procesos de democratización al incluir la participación de los ciudadanos (Uvalle citado por Káram, 2012, pp. 56-57).

			

			Antes de la crisis del Estado benefactor, el objetivo de las políticas públicas fue producir conocimiento con la finalidad de mejorar la toma de decisiones gubernamentales, que exigían no sólo legalidad, sino racionalidad, eficiencia y eficacia. Como un efecto poscrisis, la teoría de las políticas públicas se orientó a contrarrestar los grandes problemas sociales y económicos generados por el intervencionismo y el proteccionismo estatal, para acabar con los déficits fiscales y políticos en los que había caído el Estado benefactor, configurando una concepción nueva sobre el gobierno.

			Una visión orientada hacia la selección y la definición de problemas públicos concretos con la intención de buscar los medios más eficientes para resolverlos, en el marco de una agenda de gobierno democrática cada vez más debatida y compleja.

			En este orden de ideas, políticas públicas se definen como:

			Acciones de gobierno con objetivos de interés público que surgen de decisiones sustentadas en un proceso de diagnóstico y análisis de factibilidad, para la atención efectiva de problemas públicos específicos, en donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y la búsqueda de soluciones (Franco, 2012, p. 86).

			La definición anterior es propuesta por Julio Franco Corzo (2012). De acuerdo con el consultor mexicano, se compone de tres elementos:

			
					Las políticas públicas son acciones de gobierno con objetivos de interés público que surgen de decisiones sustentadas en un proceso de diagnóstico y análisis de factibilidad. Las políticas públicas tienen dos características esenciales: 1) buscar objetivos de interés o beneficio público; y 2) ser el resultado de un proceso de investigación, para asegurar que las acciones realizadas son las correctas para solucionar un determinado problema público.

					Para la atención efectiva de problemas públicos específicos: las políticas públicas son tiros de precisión dirigidos a resolver las principales causas de la problemática que se pretende solucionar, en donde se haga el mejor uso de los recursos disponibles.

					En donde participa la ciudadanía en la definición de problemas y soluciones: es necesario incluir las opiniones de la ciudadanía, especialmente de los afectados por el problema público. Esto brindará legitimidad a la política pública y hará del ciudadano un copartícipe en la solución del problema (pp. 86-87).

			

			Las políticas públicas son acciones que permiten un mejor desempeño gubernamental, debido a cuatros supuestos principales: 1) el interés público; 2) la racionalidad; 3) la efectividad; y 4) la inclusión social (Franco, 2012).

			Esto es posible a través de la selección y la definición de problemas públicos, así como del diseño de medios para resolver eficientemente dichos problemas. Lo anterior implica el uso racional de los recursos públicos y la inclusión de la participación ciudadana (Franco, 2012).

			Las políticas públicas tienen un clico de vida que consta tradicionalmente de cuatro etapas: 1) diagnóstico; 2) diseño; 3) implementación; y 4) evaluación. El diagnóstico es la fase en donde el gobierno reconoce la existencia de un problema público y emprende acciones para incluirlo en la agenda de gobierno.

			Esta etapa conlleva la selección y la definición causal de un problema público con métodos técnicos sofisticados. La definición del problema se entiende como “los procesos mediante los cuales una cuestión (problema, oportunidad, tendencia), ya probada y colocada en la agenda de la política pública, es estudiada, explorada, organizada y posiblemente cuantificada” (Hogwood y Gunn citador por Aguilar, 1993, p. 51). La definición del problema guiará el contenido de toda la política y es lo que Giandomenico Majone (1997) denominó el núcleo duro de la política.

			Los siguientes elementos tienen que ser considerados en el diagnóstico de una política pública para que no sean erróneas desde un principio:

			
					Económicamente posibles.

					Políticamente viables.

					Socialmente aceptables.

					Jurídicamente factibles (Rosales citada por Káram, 2012, p. 5).

			

			El diseño de la política pública es de particular importancia en el argumento central del presente documento, pues en dicha fase es posible incluir los conceptos de la seguridad ciudadana.

			El diseño comprende una etapa de análisis del problema y de ideas para solucionarlo. Esto implica desagregar los problemas desde el mirador de sus orígenes, a la luz de la información disponible y de la selección de métodos analíticos adecuados, estructurando cursos de acción considerando los recursos y el tiempo disponibles (Merino, 2013). En concreto, Franco Corzo (2012) menciona que la metodología para el diseño de políticas públicas viables consta de cinco etapas:

			
					Entender el problema público.	Entender el problema público (qué es, cómo llego a la agenda de gobierno, cuáles son sus impactos, etcétera).
	Cuantificar el problema público (personas afectadas, zona geográfica y costos económicos, políticos y sociales).
	Realizar un análisis causal (qué origina el problema).



					Análisis de las soluciones.	Establecer los objetivos y la población potencial.
	Realizar una lluvia de ideas para proponer soluciones creativas.
	Analizar las acciones actuales y de mejores prácticas de políticas públicas.
	Seleccionar las mejores acciones y cuantificar sus costos.
	Definir población objetivo.



					Análisis de factibilidad.	Factibilidad presupuestal.
	Factibilidad socioeconómica.
	Factibilidad legal.
	Factibilidad política.
	Factibilidad ambiental.
	Factibilidad administrativa.



					Recomendaciones de política pública.	Diseñar un policy memo17 para realizar una recomendación de política pública.
	Toma de decisión.



					Plan de acción de la política pública.	Planeación legal.
	Planeación administrativa y programación presupuestal.
	Reglas de operación.
	Cabildeo.
	Recomendaciones de evaluación y monitoreo.
	Estrategia de comunicación.



			

			Por su parte, Frohock (citado por Káram, 2012) estableció determinados criterios que los formuladores y tomadores de decisiones siempre deben contemplar e incluir en el diseño de las políticas públicas. Una política suficiente tiene que ser:

			
					Conductiva: establece líneas de acción por seguir que sirven de guía para alcanzar los objetivos, a través de decisiones, o sea, conduce las acciones.

					Regulativa: mide, concerta, ajusta acciones, intereses y conductas de la sociedad o de los que participan, es decir, busca un equilibrio o armonía entre los diferentes actores que intervienen en ella.

					Distributiva: debe repartir los bienes y servicios a la población.

					Redistributiva: debe repartir, dividir equitativamente los bienes y servicios a la población, según sus ideales.

					Capitalizable: debe redituar, producir y rendir beneficios a la sociedad, es decir, obtener el máximo de beneficios al menor costo posible.

					Ética: debe prevalecer siempre una moral y honestidad en la aplicación de cada uno de los cinco principios señalados, lo que significa tener una correcta práctica o criterio al desarrollar y aplicar una política pública, así como deberá, en todo momento, ser profesional y guardar fidelidad, honor y verdad en todo momento en la aplicación de la política pública (p. 63).

			

			La política pública que no considere alguno de los principios anteriores en su diseño será insuficiente en su implementación. La etapa de la implementación se refiere a la ejecución, a través de un plan de acción, de la política pública con la finalidad de alcanzar los objetivos planteados durante la definición del problema y el diseño del curso de acción de la política.

			La evaluación, por otro lado, busca estimar el valor de la política pública mediante indicadores y metodologías concretas y acordes con la naturaleza y definición del problema que se buscó resolver. La evaluación intenta determinar el éxito o fracaso de la política y se presenta en tres momentos: 1) en el diseño (ex-ante); 2) durante la implementación (concomitante); y 3) al finalizar un periodo determinado de aplicación de la política pública para medir su impacto (ex-post).

			El primer tipo de evaluación funciona para realizar diagnósticos de viabilidad financiera, jurídica y social, entre otras, de los objetivos de la política pública para determinar su utilidad. La segunda forma monitorea el funcionamiento de la política pública a lo largo de su implementación con la finalidad de encontrar posibles debilidades y emprender los ajustes necesarios “sobre la marcha” para mejorarla.

			El tercer tipo de evaluación compara la situación inicial antes de implementarse la política pública, con la situación posterior a su ejecución, para estimar el impacto logrado sobre el problema público según las expectativas iniciales con base en indicadores cualitativos y cuantitativos definidos. La evaluación ex-post permite encontrar las fortalezas, oportunidades y debilidades para diseñar una nueva política pública gracias a la comparación.

			Para Luis Aguilar (1993), no obstante, esta secuencia lógica, las etapas de la política pública, sólo denotan componentes necesarios e interdependientes integrados a manera de procesos. De ninguna manera son eventos sucesivos y realmente separables que desvíen o atrasen la ejecución empírica de la política pública. En este sentido, las diferentes etapas son procedimientos que interactúan entre sí. La separación por etapas tiene en realidad un objetivo analítico.

			En conclusión, las políticas públicas son estrategias de acción encabezadas por el gobierno, e incluyentes de la población, para resolver problemas públicos concretos de forma eficiente y permiten un gobierno con apego al interés general. Su estudio y análisis consiste en entender, dentro de un enfoque multidisciplinario, líneas de acción pública a partir de un proceso de toma de decisiones interrelacionado y no surgido exclusivamente de un centro único de decisión.

			Así las cosas, las políticas públicas son los cursos de acción que nos permiten articular de manera normativa el enfoque de la seguridad ciudadana como una alternativa para combatir a la delincuencia. El contenido conceptual de la seguridad ciudadana permite una definición concreta de la delincuencia y, con base en ello, posibilita el diseño de formas viables de solución. Veamos algunas recomendaciones públicas.

			El diagnóstico: características, cuantificación y causas del delito

			Una política pública de seguridad ciudadana tiene que intentar prevenir integralmente un problema delictivo. Dicho problema puede consistir en varios delitos o uno en particular, lo que dependerá de la construcción de la agenda de gobierno. Sin embargo, cualquiera que sea el caso, es necesario, en primer lugar, conocer las causas y características particulares del problema delictivo dentro del contexto territorial de intervención, que puede ser una cuadra, una colonia, un municipio, etcétera. Es imposible proponer acciones de prevención si no sabemos qué es lo que intentamos evitar. Por lo anterior, consideramos que un primer paso para diseñar políticas certeras de seguridad ciudadana es realizar un análisis lo más riguroso posible sobre el origen del problema delictivo.

			Dicho análisis consiste en definir conceptualmente el problema delictivo, describir claramente sus características e identificar sus elementos causales, pero no a partir de suposiciones como sucedió en el caso del Pronapred, sino con base en su cuantificación, utilizando evidencia empírica. Asimismo, la definición del problema delictivo no puede ser responsabilidad de un solo actor, aunque el campo de intervención sea exclusivamente el municipal, puesto que la delincuencia es un fenómeno multicausal que requiere de la suma de diversas perspectivas para comprenderlo a profundidad.

			Consideramos que, dentro de este paso, los actores estratégicos en la definición del problema tienen que ser funcionarios provenientes de los tres niveles de gobierno, con amplia experiencia en asuntos relacionados con la seguridad pública y especialmente con la prevención del delito. La experiencia no necesariamente se relaciona con la relevancia del puesto, sino con la información que pueda aportarse para la comprensión del problema delictivo. En este tenor, un policía municipal podría también ser un actor estratégico.

			Igualmente, tienen que participar especialistas en cuantificación de costos sociales, personas expertas en el manejo de sistemas de información sobre incidencia delictiva, así como académicos dedicados al estudio teórico y empírico de la delincuencia, independientemente de su formación disciplinar. Se trata de formar un equipo de trabajo multidisciplinario que logre diseñar propuestas integrales.

			En concreto, para la definición del problema, el punto de partida es señalar las características de la delincuencia; es decir, identificar la clase de delitos que se comenten, su frecuencia, su concentración territorial, la manera en cómo llegaron a la agenda de gobierno y determinar quiénes son los afectados. Precisar las características permitirá establecer las diferencias entre la magnitud percibida y la dimensión real del problema. Consideramos que sólo con dicha información preliminar es posible cuantificar adecuadamente el problema delictivo y, eventualmente, desarrollar propuestas de solución pertinentes y no solamente ideas dispersas sin argumentos causales como fundamento.

			La cuantificación del problema delictivo es fundamental para determinar el número real de las víctimas, los espacios geográficos de incidencia, los costos sociales que ha generado o puede generar a futuro y, principalmente, para identificar sus causas. Con esta información pueden diseñarse programas de prevención concretos y fundamentados con relación a la población objetivo, la delimitación territorial y los elementos que se pretenden modificar para evitar el delito.

			Para cuantificar a las víctimas es necesario determinar su número dentro de un lapso definido y relativizarlo con base en la proporción total de la población de la demarcación en donde se implementará el programa de seguridad ciudadana. Asimismo, es necesario calcular la tasa de todos los delitos denunciados ante las procuradurías estatales.

			Lo anterior podría facilitar la identificación de los delitos de mayor frecuencia y, por lo tanto, establecer prioridades. También es importante delinear el perfil socioeconómico de las víctimas (edad, sexo, escolaridad, etcétera), lo que contribuiría a la precisión de la población beneficiaria y también para darle un uso eficiente a los recursos disponibles. Las encuestas de victimización pueden ser fuentes de información relevantes, así como los bancos de datos de instituciones como el INEGI o Conapo.

			Es posible utilizar la metodología del INEGI: dividir el número total de los delitos ocurridos entre el número de la población de 18 años y más, multiplicado por 100 000 habitantes.

			También es necesario delimitar los territorios de incidencia con la finalidad de detectar las características delictivas asociadas con la geografía y para formular acciones de prevención focalizadas. Es deseable que la cuantificación del espacio se realice a partir de Áreas Geoestadísticas Básicas (Ageb) para tener un mayor control de información como nombres de calles, equipamiento, actividades económicas, etcétera. La delimitación del territorio tiene como finalidad detectar las áreas en donde se cometen los delitos y sus características para encontrar los patrones que facilitan la actividad delictiva.

			Solamente a partir de la cuantificación del delito es posible identificar sus causas. Esta etapa es crucial puesto que las acciones de prevención integral tienen que intervenir sobre los orígenes de la delincuencia. Consideramos que un error grave en el diseño del Pronapred es que las acciones de prevención implementadas no atendieron las causas de la delincuencia. Para evitar lo anterior, consideramos necesario consultar dos fuentes de información para detectar las causas del delito: 1) las víctimas del delito; y 2) la opinión de académicos y funcionarios expertos en la materia.

			La población es una fuente de información de primera mano para aproximarse a las causas del delito, fundamentalmente porque se encuentra familiarizada con la problemática al padecer directamente sus consecuencias. Asimismo, la inclusión de la población dentro del diagnóstico, diseño, implementación y evaluación de las acciones de prevención es un principio de la seguridad ciudadana, con el que no cumplió el Pronapred.

			Los instrumentos más convenientes para extraer las apreciaciones de las víctimas son las entrevistas o encuestas, que pueden partir de la siguiente pregunta: ¿Cuáles considera que son las tres principales causas del delito X? Esta cuestión sirve para detectar los principales factores de riesgo dentro de un territorio concreto, como pueden ser conductas antisociales, oportunidades situacionales, impunidad y otras condiciones que el gobierno ignora a priori.

			Por otro lado, los académicos expertos pueden contribuir con su conocimiento teórico y empírico, resultado de sus investigaciones, sobre las causas del problema delictivo, lo que permite ampliar o detallar la información obtenida de la población. Por su parte, los funcionarios públicos que han participado en otras políticas públicas de prevención pueden compartir su experiencia cuando los casos son similar es. Consideramos que las causas del delito no pueden provenir de una sola fuente de información, puesto que se trata de un fenómeno social multifactorial.

			El diseño: las propuestas de solución

			Las propuestas de solución son las acciones que se implementan para eliminar las causas del delito. El diseño de las propuestas no puede ser responsabilidad de un solo actor. Es necesario que participen múltiples actores para cumplir con el principio de integralidad que propone la seguridad ciudadana, sobre todo aquellos que cuentan con un profundo conocimiento del entorno en donde se ejecutará la política pública, como los funcionarios municipales, organizaciones no gubernamentales o la población en general. También es importante que se integren técnicos en presupuestación o planeación legal, por ejemplo. 

			Asimismo, dentro de una política de seguridad ciudadana, es necesario establecer un objetivo delimitado en términos territoriales y temporales que indique claramente el delito que se busca prevenir y la manera en cómo se modificarán sus causas. 

			En segundo lugar, con la participación de todos los actores se puede realizar una lluvia de ideas para proponer acciones de prevención. En este aspecto el requisito fundamental es que las acciones de prevención busquen modificar las causas de la delincuencia. Para el proceso anterior es necesario evaluar las acciones que se han implementado para solucionar problemas delictivos similares, tanto a nivel nacional como en el plano internacional.

			Es fundamental aprovechar el conocimiento disponible en la materia, y considerar que el contenido de otras políticas puede evitar la duplicidad de esfuerzos, incurrir en errores conceptuales o técnicos, o pronosticar las reacciones de los afectados. En pocas palabras, las propuestas de solución no tienen que ser integrales solamente en su intención, sino también durante su elaboración.

			El análisis de la factibilidad

			El análisis de factibilidad es importante porque impide que se implementen acciones sin posibilidades de éxito. Dicho análisis tiene que incluir cuando menos tres filtros: presupuestal, legal y político. En este caso, el análisis de factibilidad tiene que correr a cargo de especialistas en presupuestación, derecho administrativo, en solución de problemas delictivos y análisis político.

			El análisis presupuestal consiste en calcular los costos de inversión y operación, y tiene como finalidad determinar la viabilidad financiera para implementar los esquemas de prevención seleccionados. También es importante para identificar las oportunidades en donde se pueden racionalizar los recursos y las fuentes de financiamiento alternativas. Una propuesta es presupuestalmente factible cuando la relación entre la programación de los costos y la disponibilidad de recursos permitirá alcanzar los objetivos de la política pública.

			En segundo lugar se encuentra la factibilidad legal. Para este análisis es necesario revisar a profundidad la Constitución Política, los planes de desarrollo y las normas administrativas. Una política de seguridad ciudadana es legalmente viable cuando se enmarca en un ordenamiento superior y se alinea con planes estratégicos que determinan el quehacer gubernamental a nivel nacional, estatal y municipal.

			Finalmente se encuentra la factibilidad política. Con base en dicho análisis es posible conocer a los individuos, grupos u organizaciones que estarían a favor o en contra de las acciones de prevención, así como determinar sus intereses, recursos controlados y capacidad de movilización. También es importante para formular estrategias de negociación. Una política de seguridad ciudadana es políticamente factible cuando sus potenciales opositores no tendrán una reacción activa; sin embargo, en el ámbito de la seguridad pública, es fundamental considerar dentro del análisis político a los grupos criminales, puesto que su movilización puede ser intensa además de violenta.

			Plan de acción para una política de seguridad ciudadana

			Por último, es necesario formular un plan de acción para implementar las acciones de prevención integral. Esta etapa consta de cinco fases: planeación legal; planeación administrativa y programación presupuestal; reglas de operación; cabildeo; evaluación y monitoreo (Franco, 2012). 

			La planeación legal consta de cuatro pasos: 

			1)	revisión del marco normativo relacionado con las propuestas de prevención; 

			2)	identificación de las actividades legales necesarias para implementar los métodos de prevención (si existiera alguna norma que no permita la implementación de la política es necesario considerar las reformas legales pertinentes). En este punto es de crucial importancia la voluntad política de actores como el presidente de la República, los gobernadores o legisladores; 

			3)	calendarización de las actividades legales necesarias para organizar el tiempo requerido para la realización de cada actividad legal; y 

			4)	alineación de tiempos de actividades legales y de la implementación de las actividades de prevención.

			Por otro lado, la planeación administrativa y la programación presupuestal contienen la estrategia de operación de la política y el aseguramiento de los recursos financieros para su implementación. La planeación administrativa debe contener cuatro elementos: recursos humanos (cantidad de personas, el perfil de cada cargo, el grado de estudios y experiencia deseada); infraestructura física (espacios físicos, oficinas, muebles, inmuebles, tecnología, maquinaria, especialmente en políticas de prevención situacional); tecnológicos (hardware y software, útiles para el desarrollo de sistemas de información criminal como los de georreferenciación delictiva); y mecánica operativa (determinación de las actividades sustantivas y organización de implementación por orden cronológico). Por su parte, la programación de los recursos deberá incluir la inversión total requerida para un ejercicio presupuestal, estableciendo la proporción de recursos que se destinarán a la inversión inicial y los que serán de operación.

			Por otro lado, una política de seguridad ciudadana requiere de lineamientos precisos para que múltiples niveles de gobierno, actores no gubernamentales y demás instancias conozcan el móvil de la iniciativa y colaboren con su implementación de manera organizada. Dichas directrices son las reglas de operación, las cuales se componen de los siguientes puntos: introducción, que explique claramente las razones que propiciaron la política pública; alineación de la política a un objetivo o estrategia de un Plan Nacional, Estatal o Municipal de Desarrollo; objetivo principal y objetivos específicos, que trata del objetivo establecido durante el análisis de las soluciones y su desglose; y los lineamientos generales de la política, como la cobertura especificando concretamente la metodología de selección, son deseables criterios poblacionales, promedio de las tasas delictivas de todos los delitos tipificados en función de la extensión territorial, criterios de elegibilidad, criterios de selección, tipos y montos de apoyo distribuidos en función de las propuestas de prevención para que sean presupuestalmente factibles, derechos y obligaciones de los beneficiarios, en donde impere una lógica de interacción y no sólo de asistencia, instancias participantes y actores empoderados.

			La siguiente etapa es de carácter política, tratándose del cabildeo. El cabildeo es fundamental para contar con la aprobación y el apoyo de los involucrados que tengan poder de aceptar o rechazar la política de prevención. Desde luego, cabildear con delincuentes o grupos criminales no es una opción dentro del Estado de derecho, pero en el campo de la seguridad ciudadana es posible cabildear con instancias policiales o de seguridad pública en general o legisladores que se resistan a modificar su statu quo y permitir el empoderamiento de actores no gubernamentales dentro de los procesos de discusión y aprobación de políticas públicas y de los marcos legales al respecto. Existen varios elementos por considerar para lograr un cabildeo exitoso, entre los que se encuentran los siguientes: identificar a las organizaciones, dependencias gubernamentales o empresas que pueden aportar a la consecución de los objetivos; identificar a los tomadores de decisiones de las organizaciones sobre las que se desea influir; establecer el grado de poder e influencia en cada uno de los actores mapeados; preparar múltiples escenarios para las negociaciones; establecer compromisos y transacciones y asegurar el apoyo de dichos agentes.

			Finalmente se encuentran las recomendaciones de evaluación de la política nacional de seguridad ciudadana para determinar si los procesos anteriores derivaron en resultados positivos o negativos. Por lo tanto, la evaluación de los resultados de las acciones de prevención integral tiene que concentrarse en medir su impacto a través de indicadores acordes a la naturaleza de la acción de prevención y los objetivos que pretendió alcanzar.

			Utilicemos como ejemplo al Pronapred en Ecatepec de Morelos. Uno de los proyectos implementados planteó, como objetivo, proporcionar elementos teóricos y herramientas metodológicas de los modelos de policía de orientación comunitaria con la finalidad de facilitar pautas de interacción constructivas entre la policía y la comunidad, así como la definición de acciones coordinadas para la solución de determinadas problemáticas comunitarias; más allá de las imprecisiones del objetivo, uno de los indicadores para evaluar el proyecto fue dividir el número de participantes programados sobre los participantes registrado en una actividad de concurso de lectura. ¿Cuál es la relación entre el objetivo y la actividad de lectura y por qué se usó dicho indicador?

			En otras palabras, ¿cómo una actividad de lectura abonó a la construcción de pautas de interacción entre la policía y la comunidad, y por qué ayudó a resolver determinadas problemáticas comunitarias? En la actualidad existen varios trabajos metodológicos que se han esforzado en desarrollar indicadores en materia de seguridad ciudadana y que deberían ser utilizados por los gobiernos dentro de una política de prevención. Al respecto, destacamos el trabajo de Juan Salgado (2010).

			Las propuestas anteriores no son limitantes, pero consideramos que son principios desde los cuales debe partir toda política pública de seguridad ciudadana para lograr resultados positivos. Asimismo, es importante enfatizar que una política de seguridad pública, en general, no puede ser concebida al calor de una transición gubernamental, ni tratar a la delincuencia como un fenómeno coyuntural puesto que, como en el caso del Pronapred, su diseño puede ser inconsistente y su impacto imperceptible.

			En México, una política nacional de seguridad ciudadana requiere de profundas reformas legales en el ámbito de la seguridad y la participación ciudadanas, así como de robustas investigaciones tanto teóricas como técnicas.

			Por último y debido a la importancia que reviste el que los trabajadores sociales en formación puedan apoyarse en literaura en este campo, se ha realizado un análisis de los textos que abonan al establecimiento de estrategias útiles que redunden en beneficios tangibles al momento de instrumentar intervenciones fincadas en el conocimiento y en las formas de expresión cultural de las comunidades y en el espacio pùblico. En este sentido, nuestra biblografía y lecturas recomendadas para ello es la siguiente.

			

			
				
					17 Es un documento de análisis y recomendaciones que pretende influir en la toma de decisiones de política pública. Su propósito es proveer información de política pública relevante para la toma de decisiones. Un policy memo debe contener cuando menos tres aspectos: 1) explicar por qué el problema es importante; 2) suministrar los hechos esenciales y la información de apoyo con sólida evidencia técnica y empírica, no anecdótica; y 3) describir y recomendar un curso de acción claro. Más al respecto en Franco, J., (2012).
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			Glosario

			Delincuencia: cantidad de delitos cometidos en un territorio determinado durante un lapso definido.

			Gobernanza: es un estilo de gobierno que se caracteriza por un grado intenso de interacción y cooperación entre el Estado y actores no gubernamentales en la toma de decisiones para la solución de problemas públicos.

			Participación: es un acto colectivo e intencional que tiene como objetivo lograr un resultado.

			Prevención del delito: son aquellas medidas encaminadas a evitar que el fenómeno ocurra.

			Prevención integral: la interrupción del mecanismo que produce un evento delictivo en un sentido amplio y no limitado a la sanción penal.

			Prevención tradicional: el conjunto de acciones que buscan disuadir o desalentar la comisión de los delitos mediante el incremento de penas, una mayor capacidad operativa y de respuesta de las policías.

			Propuestas de solución: son las acciones que se implementan para eliminar las causas del delito.

			Políticas públicas: son acciones que permiten resolver problemas públicos concretos como la delincuencia, considerando su multicausalidad.

			Seguridad: sentirse a salvo de cualquier daño que pueda ser causado por otros.

			Seguridad ciudadana: es una propuesta de acción institucional para enfrentar los problemas de delincuencia común a través de la prevención integral.

			Servicio público: una actividad técnica que el Estado declara de interés general porque tiende a satisfacer una necesidad colectiva, en el entendido que dicha satisfacción se realiza a través de prestaciones directas a los usuarios del servicio.

			Teorías axiológicas: explican las tasas delictivas considerando condiciones valorativas que determinadas estructuras sociales transmiten hacia los individuos.

			Teorías físico-ambientales: explican las tasas delictivas en función de las características medioambientales y las actividades sociales del entorno urbano.

			Teorías emotivas: explican la conducta delictiva como resultado de sentimientos que desarrollan las personas por distintas circunstancias.

			Teorías individuales: explican la formación del delincuente, considerando variables racionales y emocionales que se encuentran presentes en los propios individuos.

			Teorías racionales: consideran que la conducta delictiva es resultado de un cálculo en torno a la maximización de beneficios y minimización de costos por parte de los individuos ante la oportunidad de cometer un delito.

			Teorías sociales: explican las tasas delictivas, principalmente en función de las características de la estructura social.

			Teorías socioeconómicas: estudian las condiciones socioeconómicas que explican la producción de los delitos en determinados espacios.
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